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ACCIONANTE: Andrés Felipe Berltrán Pitalúa 
ACCIONADO: Universidad de Córdoba 
 
Respecto señor Juez,  
 
ANDRÉS FELIPE BELTRÁN PITALÚA, ciudadano colombiano, con domicilio y 
residencia en esta ciudad, identificado como aparece al pie de mi firma, concurro ante 
usted para interponer ACCIÓN DE TUTELA en contra de la UNIVERSIDAD DE 
CÓRDOBA, en atención a la vulneración y amenaza de causar un perjuicio 
irremediable a los derechos fundamentales a la participación democrática y 
política, a elegir y ser elegido, a la igualdad y al debido proceso en materia 
electoral, en conexidad con los principios de publicidad, transparencia, eficacia del 
voto y participación efectiva que rigen los procesos electorales universitarios, causada 
por la expedición de las Resolución 1800 y 1801 del 3 de septiembre de 2026, por 
medio de la cual se reglamenta y convoca el proceso de elección del Representante de 
los Egresados ante el Consejo Superior Universitario para el periodo 2026 – 2030, con 
base en los siguientes:  
 

1. HECHOS 
 

PRIMERO: La Universidad de Córdoba es una institución de educación superior de 
orden nacional creada mediante la Ley 37 de 1966, cuyo objeto social es la prestación 
del servicio público de la educación superior, con régimen especial del orden estatal u 
oficial, con personería jurídica, autonomía académica, administrativa y financiera y 
patrimonio independiente.  
SEGUNDO: En virtud del artículo 69 de la Constitución Política de Colombia, la 
Universidad de Córdoba goza de autonomía universitaria, y por ende, está facultada 
para darse y modificar sus Estatutos, designar sus autoridades académicas y 
administrativas, y otras prerrogativas otorgadas por el constituyente primario.  
TERCERO: Como expresión de la autonomía universitaria, la Universidad de Córdoba 
tiene como Estatuto General el Acuerdo 270 del 2017, cuyo artículo 9, establece que 
este es su norma superior, y por ende, de él se desprenden todas las normas y 
disposiciones que rigen internamente a la organización.  
CUARTO: De conformidad con el artículo 20 del Acuerdo 270 del 2017 – Estatuto 
General –, el “Consejo Superior Universitario es el máximo órgano de dirección y 
gobierno de la Universidad y estará integrado por: 
1) El Ministro de Educación Nacional o su delegado, quien ejerce como su presidente. 
2) Un representante del presidente de la República, que haya tenido vínculos en el 
sector universitario, quien ejerce como presidente, en ausencia del ministro o de su 
delegado. 
3) El gobernador del Departamento de Córdoba. 
4) Un representante de las Directivas Académicas. 
5) Un representante de los docentes. 
6) Un representante de los estudiantes. 
7) Un egresado graduado de la Institución. 
8) Un representante del sector productivo. 
9) Un ex rector de la Universidad que haya ejercido el cargo en propiedad. 



10)El rector de la Universidad, con voz, pero sin voto.” 
 
QUINTO: Frente a la forma de elección del representante de los egresados, el artículo 
30 del Estatuto General de la Universidad de Córdoba dispone que se hará “mediante 
convocatoria a elecciones, en las cuales se deben surtir todas las etapas electorales, 
de acuerdo con lo previsto en el régimen electoral universitario.” 
SEXTO: Teniendo en cuenta lo anterior, el Consejo Superior de la Universidad de 
Córdoba, mediante el Acuerdo 064 de 2026 facultó al señor Rector para que expida la 
convocatoria, establezca el cronograma, reglamente y lleve a cabo todas las 
actuaciones administrativas necesarias dentro del proceso de elección del 
Representante de los egresados ante el Consejo Superior Universitario, para un 
período de cuatro (4) años, 2026 - 2030. 
SEPTIMO: De acuerdo con dichas facultades, el señor Rector de la Universidad de 
Córdoba expidió los siguientes actos administrativos:  
 
Ø Resolución 1800 del 3 de septiembre de 2026 por medio de la cual se reglamenta 

el proceso de elección del representante de los egresados (principal y su suplente) 
ante el consejo superior universitario, para un período de cuatro (4) años, 2026 – 
2030.  

Ø Resolución 1801 del 3 de septiembre de 2026 por medio de la cual por la cual se 
convoca al proceso de elección del representante de los egresados (principal y su 
suplente) ante el Consejo Superior Universitario, para un periodo de cuatro (4) 
años, 2026 - 2030, y se establece el cronograma.  

OCTAVO: No obstante lo anterior, las disposiciones contenidas en las Resoluciones 
Nos. 1800 y 1801 del 3 de septiembre de 2026, mediante las cuales se reglamentó y 
convocó el proceso de elección del representante de los egresados ante el Consejo 
Superior Universitario de la Universidad de Córdoba, respectivamente, amenazan con 
vulnerar los derechos fundamentales a la participación democrática y política, a elegir 
y ser elegido, a la igualdad y al debido proceso en materia electoral, en conexidad con 
los principios de publicidad, transparencia, eficacia del voto y participación efectiva 
que rigen los procesos electorales universitarios, en los términos que serán 
desarrollados en los acápites correspondientes de la presente acción de tutela. 
 
Así mismo, las condiciones establecidas para el desarrollo del proceso electoral 
amenazan con ocasionar un perjuicio irremediable al derecho fundamental de 
participación democrática, en tanto la ejecución del cronograma previsto puede 
producir, de manera inminente, la consolidación de situaciones que hagan nugatorio o 
dificulten de manera grave el ejercicio oportuno de los derechos de elegir y ser elegido, 
particularmente respecto de la posibilidad de conocer adecuadamente la 
convocatoria, participar en el proceso de inscripción, verificar la inclusión en el censo 
electoral y ejercer oportunamente las reclamaciones correspondientes, así como de 
ejercer un voto libre y secreto. 
 
Lo anterior adquiere especial relevancia en atención a que el proceso electoral se 
encuentra actualmente en curso y contempla etapas sucesivas y preclusivas, cuya 
culminación puede tornar ineficaz cualquier protección posterior de los derechos 
fundamentales comprometidos, razón por la cual las circunstancias particulares del 
caso, así como las amenazas concretas derivadas de los actos administrativos 
cuestionados, serán expuestas y sustentadas en los acápites siguientes, de la 
siguiente forma:  
 
 
} 
 



2. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

2.1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
 
2.1.1. Subsidiariedad: inexistencia de un medio judicial ordinario idóneo y eficaz 
para brindar una protección oportuna 
 
De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política y el artículo 6º del 
Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela tiene carácter subsidiario y procede, entre 
otros eventos, cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial o 
cuando, aun existiendo, este no resulte idóneo o eficaz para proteger los derechos 
fundamentales en las circunstancias concretas del caso.  
 
La jurisprudencia constitucional ha reiterado que la eficacia del medio ordinario no 
puede valorarse de manera abstracta o meramente formal, sino atendiendo a su 
capacidad real para brindar una protección oportuna, adecuada e integral frente a la 
situación planteada. 
 
En el presente asunto, si bien la controversia se origina en actos administrativos 
susceptibles, en principio, de control ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, los medios ordinarios de control no constituyen, en las circunstancias 
concretas del caso, un mecanismo idóneo y eficaz para impedir oportunamente la 
afectación de los derechos fundamentales invocados. 
 
En efecto, la Resolución No. 1801 del 3 de septiembre de 2026 establece un 
cronograma electoral cuya totalidad se desarrolla en un período aproximado de 
veintiún (21) días calendario, comprendido entre la publicación de la convocatoria y la 
jornada electoral prevista para el 24 de septiembre de 2026.  
 
Dentro de ese breve período deben surtirse, entre otras, las etapas de inscripción de 
candidatos, verificación de requisitos, publicación de candidaturas, elaboración y 
publicación del precenso, presentación y resolución de reclamaciones, conformación 
del censo definitivo y, finalmente, la jornada de votación. 
 
En consecuencia, el tiempo constituye en este caso un elemento determinante de la 
controversia. No se está ante una discusión abstracta sobre la legalidad de un acto 
administrativo cuya eficacia pueda esperar razonablemente el desarrollo de un 
proceso ordinario, sino ante un proceso electoral en curso, sometido a etapas 
sucesivas y preclusivas, cuya consumación puede tornar inútil cualquier decisión 
posterior respecto de los derechos fundamentales comprometidos. 
 
La eventual interposición de un medio de control ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo no resulta, por sí sola, suficiente para satisfacer la exigencia de 
protección efectiva en este caso, pues aun cuando dentro de dicho proceso puedan 
solicitarse medidas cautelares, la discusión que aquí se plantea exige una respuesta 
judicial inmediata frente a un cronograma cuya duración total es inferior al tiempo 
razonablemente requerido para que una controversia ordinaria produzca una decisión 
definitiva con capacidad real de incidir sobre el desarrollo del proceso electoral. 
 
La jurisprudencia constitucional ha señalado que la existencia formal de otro medio 
judicial no excluye automáticamente la procedencia de la tutela, pues corresponde al 
juez determinar su idoneidad y eficacia atendiendo las circunstancias concretas del 
caso. 
 



En el presente asunto, esas circunstancias están determinadas por la inminencia de 
las etapas electorales, la brevedad excepcional del cronograma y el carácter 
preclusivo de las actuaciones que lo integran. Una decisión judicial que llegue cuando 
ya se hayan agotado las etapas de inscripción, reclamación e inclusión en el precenso, 
o cuando incluso se haya realizado la jornada electoral, no tendría la misma capacidad 
de protección que una decisión adoptada mientras el proceso todavía se encuentra en 
curso. 
 
2.1.2. La propia duración del trámite de tutela evidencia la necesidad de una 
intervención provisional inmediata 
 
La necesidad de una protección inmediata se hace aún más evidente al considerar que 
el artículo 29 del Decreto 2591 de 1991 establece que dentro de los diez (10) días 
siguientes a la presentación de la solicitud el juez debe dictar fallo. La Corte 
Constitucional ha reiterado que dicho término responde al carácter preferente, 
sumario e inmediato de la acción de tutela. 
 
Así, si la presente acción se presenta el 4 de septiembre de 2026 y el despacho utiliza 
la totalidad del término previsto para proferir la decisión de primera instancia, el fallo 
podría producirse hasta el 18 de septiembre de 2026, fecha en la cual ya habría 
concluido la etapa prevista por la Resolución No. 1801 para solicitar la inclusión de 
egresados en el precenso electoral, establecida para los días 17 y 18 de septiembre. 
 
Esta circunstancia demuestra que la sola existencia de la acción de tutela, incluso por 
su naturaleza preferente y sumaria, no resulta suficiente para garantizar por sí misma 
la efectividad de los derechos cuya protección se solicita. 
 
Para ese momento, una parte sustancial del proceso ya habría quedado definida: las 
inscripciones de candidatos habrían concluido el 11 de septiembre; la verificación de 
requisitos se habría surtido los días 14 y 15; el precenso habría sido publicado el 16; y 
el término para solicitar la inclusión en él estaría agotándose el 18 de septiembre. 
 
Por tanto, la adopción de una medida provisional de suspensión resulta indispensable 
para preservar la utilidad tanto de la presente acción de tutela como de la eventual 
decisión de fondo. Si el cronograma continúa ejecutándose mientras se tramita la 
acción, existe el riesgo de que los derechos fundamentales invocados sufran una 
afectación que posteriormente no pueda ser reparada de manera efectiva mediante la 
sentencia. 
 
No se trata, entonces, de solicitar la tutela como un mecanismo alternativo para 
desplazar injustificadamente a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, sino 
de acudir al juez constitucional para impedir que el transcurso del tiempo y la 
consumación del cronograma electoral hagan nugatoria la protección judicial de los 
derechos fundamentales comprometidos. 
 
La jurisprudencia constitucional ha reconocido precisamente que, cuando existe otro 
medio judicial, la tutela puede proceder como mecanismo transitorio si se requiere 
evitar la consumación de un perjuicio irremediable. 
 
2.1.3. Configuración de un perjuicio irremediable 
 
En el presente caso se encuentran satisfechos los elementos que la jurisprudencia 
constitucional ha identificado para la configuración de un perjuicio irremediable: 
inminencia, gravedad, urgencia e impostergabilidad. 



 
i) Inminencia. La amenaza no es eventual ni remota. El proceso electoral ya fue 
convocado y el cronograma comenzó a producir efectos desde su publicación el 3 de 
septiembre de 2026. La etapa de inscripción inicia el 7 de septiembre y la jornada 
electoral se encuentra prevista para el 24 de septiembre de 2026. El riesgo se 
encuentra, por tanto, asociado a actuaciones concretas y próximas en el tiempo. 
 
ii) Gravedad. La afectación potencial recae sobre derechos fundamentales de 
participación democrática, a elegir y ser elegido e igualdad, en el marco de la 
conformación de la representación de los egresados ante el máximo órgano de 
dirección y gobierno de la Universidad. No se trata de una irregularidad puramente 
formal o de una controversia carente de consecuencias constitucionales, sino de 
condiciones que pueden determinar quiénes tienen la posibilidad real de postularse y 
quiénes pueden participar efectivamente como electores. 
 
iii) Urgencia. La intervención judicial no puede esperar a que el proceso electoral 
culmine, porque las circunstancias que se cuestionan producen sus efectos 
precisamente durante las etapas previas a la elección.  
 
En particular, una insuficiente divulgación de la convocatoria puede impedir que 
potenciales electores conozcan oportunamente el proceso, verifiquen su inclusión en 
el precenso y soliciten, dentro del término previsto, su incorporación al censo 
electoral. De igual manera, el breve período de inscripción puede dificultar que 
potenciales candidatos obtengan y presenten oportunamente las certificaciones 
exigidas por la convocatoria. 
 
iv) Impostergabilidad. La medida requerida debe adoptarse antes de que se agoten las 
etapas decisivas del cronograma. Una intervención posterior a la publicación del 
censo definitivo o, especialmente, después de realizada la jornada electoral del 24 de 
septiembre, podría resultar insuficiente para restablecer las condiciones de 
participación que se pretenden proteger. La Corte ha señalado que la tutela resulta 
procedente cuando el paso del tiempo puede hacer tardía o ineficaz la protección de 
los derechos fundamentales. 
 
En suma, el perjuicio irremediable se configura porque el daño a los derechos 
fundamentales cuya protección se solicita puede producirse y consolidarse antes de 
que exista una decisión judicial ordinaria capaz de remediarlo eficazmente, e incluso 
antes de que pueda producirse una decisión de fondo dentro de la propia acción de 
tutela si el cronograma continúa ejecutándose sin suspensión. 
 
2.1.4. La medida provisional constituye una condición para preservar la eficacia 
del amparo 
 
La conclusión anterior encuentra respaldo adicional en la naturaleza misma de la 
medida solicitada. El artículo 7 del Decreto 2591 de 1991 faculta al juez de tutela para 
suspender la aplicación del acto concreto que amenace o vulnere un derecho 
fundamental cuando lo considere necesario y urgente. La jurisprudencia ha 
reconocido esta posibilidad también frente a actos administrativos, incluso de 
carácter general, cuando concurren las circunstancias excepcionales que justifican la 
intervención constitucional. 
 
En este caso, la suspensión provisional de la Resolución No. 1801 de 2026 no 
constituye una anticipación de la decisión de fondo ni una sustitución del juez 
administrativo. Su finalidad es exclusivamente preservar el estado del proceso 



electoral para impedir que el paso del tiempo haga imposible o excesivamente difícil 
una protección constitucional efectiva. 
 
La necesidad de la medida resulta especialmente evidente si se considera que, aun 
bajo el término máximo constitucional y legalmente previsto para decidir la acción de 
tutela, una decisión que no estuviera acompañada de la suspensión provisional podría 
producirse cuando ya se hubiese agotado una de las etapas esenciales para la 
protección del derecho al voto, como es la posibilidad de solicitar la inclusión en el 
precenso electoral. 
 
Por ello, la suspensión provisional solicitada no solo resulta compatible con el 
principio de subsidiariedad, sino que constituye precisamente el mecanismo procesal 
necesario para preservar la eficacia de la tutela durante el tiempo indispensable para 
que el juez constitucional pueda resolver de fondo la controversia. 
 
2.2. Marco normativo constitucional e institucional frente a la publicidad de los 
actos de convocatoria – estándares mínimos para garantizar los derechos 
fundamentales a la participación democrática y política, a elegir y ser elegido, a la 
igualdad y al debido proceso en materia electoral 
 
El artículo 1º de la Constitución Política define a Colombia como un Estado Social de 
Derecho organizado, entre otros, bajo el principio democrático, mientras que el 
artículo 2º establece como uno de los fines esenciales del Estado el de facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida política, 
administrativa y cultural de la Nación. 
 
 A su vez, el artículo 40 Superior reconoce a todo ciudadano el derecho a participar en 
la conformación, ejercicio y control del poder político, particularmente mediante el 
derecho a elegir y ser elegido. 
 
En este marco constitucional, el derecho a la participación democrática no puede ser 
entendido como una facultad puramente formal, limitada a la posibilidad abstracta de 
depositar un voto o presentar una candidatura. Por el contrario, su efectividad exige 
que las autoridades encargadas de organizar los respectivos procesos adopten las 
condiciones materiales necesarias para que los ciudadanos puedan conocerlos, 
intervenir en ellos y ejercer oportunamente los derechos que les corresponden. 
 
La Corte Constitucional ha desarrollado de manera reiterada esta concepción del 
derecho al sufragio. En la Sentencia C-256 de 2014, al sistematizar su jurisprudencia, 
señaló que el núcleo esencial del derecho al voto comprende, además de la libertad 
política de escoger un candidato, el derecho de los ciudadanos a obtener los medios 
logísticos e informativos necesarios para que la elección pueda llevarse a término de 
manera adecuada y libre.  
 
La Corporación explicó, igualmente, que la participación política bajo la forma del 
sufragio no comprende únicamente la actividad subjetiva del elector, sino también una 
dimensión prestacional consistente en la obligación de crear las condiciones 
necesarias para que el ejercicio del derecho pueda tener lugar1.  
 
En igual sentido, la Corte Constitucional, en la Sentencia T-150 de 2022, precisó que la 
participación política bajo la forma del sufragio exige una determinada actuación 
institucional encaminada a crear las condiciones necesarias para el ejercicio efectivo 

 
1 Corte Constitucional. Sentencia C-256 de 2014 



del derecho, pues sin una adecuada organización electoral la expresión de la voluntad 
política individual pierde eficacia y sentido.  
 
En esa providencia reiteró que el núcleo esencial del derecho al voto comprende el 
acceso a los medios logísticos e informativos necesarios para que la elección pueda 
desarrollarse adecuadamente y concluyó que la satisfacción de este derecho supone 
garantizar a sus titulares igualdad de oportunidades en el acceso a la participación 
política ejercida mediante el sufragio2.  
 
De manera particularmente relevante para el presente asunto, la Corte Constitucional 
abordó expresamente el derecho a la participación democrática y política en 
instituciones educativas en la Sentencia T-452 de 2023. Allí señaló que el principio 
democrático y el derecho a la participación encuentran fundamento en los artículos 1º 
y 2º de la Constitución y que la participación democrática y política está 
intrínsecamente relacionada con el derecho a elegir y ser elegido, consagrado en el 
artículo 40 Superior.  
 
En particular, la Corte reiteró que la dimensión activa del derecho a elegir comprende 
la posibilidad de acceder a los medios logísticos e informativos necesarios para 
participar efectivamente en la elección, mientras que su dimensión pasiva comprende 
el derecho a ser elegido como representante3.  
 
La misma providencia resulta especialmente pertinente porque la Corte precisó que, 
tratándose de instituciones educativas, la comunidad educativa debe contar con 
mecanismos que le permitan participar efectivamente en las decisiones que 
correspondan y destacó la necesaria concordancia entre el ejercicio de la autonomía 
universitaria y el respeto del derecho de los miembros de la comunidad a la 
participación democrática4.  
 
Así, la autonomía universitaria no constituye un espacio ajeno al control 
constitucional, sino una facultad que debe ejercerse dentro del marco de los derechos 
fundamentales y de los principios democráticos.  
 
De esta manera, para efectos del presente asunto, resulta posible establecer una 
primera regla constitucional: la publicidad de un proceso electoral constituye una 
garantía instrumental para el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales a 
la participación democrática y política y a elegir y ser elegido, en la medida en que 
permite que los titulares de tales derechos conozcan oportunamente las condiciones 
bajo las cuales pueden ejercerlos y adopten las actuaciones necesarias para hacerlos 
efectivos. 
 
La jurisprudencia del Consejo de Estado ha desarrollado esta misma concepción en 
materia de elecciones universitarias. 
 
En particular, la Sección Quinta del Consejo de Estado, mediante Sentencia del 26 de 
mayo de 2022, Rad. 11001-03-28-000-2021-00055-00, examinó precisamente un 
proceso de elección de un representante ante el Consejo Superior Universitario de una 
institución de educación superior. La Sala estudió la relación entre autonomía 
universitaria, principio democrático y garantías de participación de los integrantes del 
estamento con capacidad electoral.  

 
2 Corte Constitucional. Sentencia T-150 de 2022 
3 Corte Constitucional. Sentencia T-452 de 2023 
4 Ibidem.  



 
En dicha providencia, el Consejo de Estado estableció que, en virtud del principio 
democrático y de la manera en que autónomamente las universidades públicas 
establecen sus mecanismos de designación de autoridades internas, debe 
garantizarse en todo momento la efectiva participación de los estamentos interesados, 
atendiendo al carácter universal y expansivo de la democracia.  
 
Pero la importancia del precedente para el presente asunto radica, particularmente, en 
que la Sección Quinta distinguió entre el cumplimiento formal de las reglas electorales 
y la existencia de garantías efectivas de participación. 
 
En efecto, el Consejo de Estado señaló que hace parte de la legalidad del acto electoral 
no solamente el cumplimiento de las normas y procedimientos que regulan el 
certamen democrático, sino también las garantías efectivas otorgadas por la autoridad 
electoral para que quienes tienen capacidad electoral puedan participar 
efectivamente, bien sea postulando sus aspiraciones o depositando el sufragio.  
 
De manera particularmente contundente, la Sala encontró que, aunque la 
convocatoria había sido divulgada y, por tanto, se había cumplido formalmente con un 
requisito de publicidad, ello no resultaba suficiente para garantizar la participación real 
de todos los interesados. La Sala explicó que el conocimiento de las reglas del proceso 
no permitía superar las barreras materiales que impedían a determinados integrantes 
del estamento participar efectivamente.  
 
En consecuencia, el Consejo de Estado concluyó que una regulación puede resultar 
formalmente válida y, sin embargo, generar barreras que afecten garantías 
fundamentales cuando sus condiciones concretas no permiten materializar la 
participación política.  
 
La Sala llegó incluso a señalar que, cuando la regulación de una convocatoria genera 
barreras de acceso desde el inicio del trámite electoral, puede afectarse el núcleo 
esencial del principio democrático y de los derechos consagrados en el artículo 40 de 
la Constitución, particularmente los derechos a elegir y ser elegido.  
 
Este precedente permite establecer una segunda regla de especial relevancia para el 
presente asunto: en los procesos electorales universitarios, la publicidad no puede 
ser examinada exclusivamente desde una perspectiva formal. Su suficiencia debe 
valorarse en función de su aptitud real para garantizar que los integrantes del 
estamento con capacidad electoral conozcan oportunamente el proceso y puedan 
ejercer de manera efectiva sus derechos de participación, elegir y ser elegido. 
 
Dicho de otra manera, la publicidad electoral es adecuada cuando cumple su finalidad 
constitucional y reglamentaria: hacer posible la participación efectiva del cuerpo 
electoral y de quienes aspiran a integrarlo como candidatos. 
 
Este estándar mínimo también ha sido desarrollado por la Universidad de Córdoba en 
sus estatutos internos en el marco de la autonomía universitaria, tal como se evidencia 
tanto en el Estatuto General – Acuerdo 270 del 2017 – como en el Reglamento Electoral 
de la universidad, adoptado mediante la Resolución No. 0385 de 2023.  
 
En efecto, el artículo 7º del Acuerdo 270 de 2017 establece, entre los principios y 
valores fundamentales de la institución, la participación, la democracia y la 
publicidad. En relación con esta última, el numeral 23 dispone: 
 



“PUBLICIDAD. Consiste en dar a conocer los actos administrativos emanados de las 
autoridades académicas y administrativas competentes de la Universidad, 
permitiendo que la sociedad y la comunidad universitaria tengan conocimiento de las 
decisiones que se toman y puedan ejercer el derecho a recibir información sobre 
asuntos de su interés.” 
 
La importancia de esta disposición para el presente caso es doble. Primero, porque la 
publicidad tiene rango estatutario dentro de la Universidad de Córdoba. De hecho, otro 
principio institucional consagrado en el Estatuto General es el de “prevalencia de los 
principios”, en virtud del cual, “estos son normas para la interpretación y aplicación 
del presente Estatuto y de las demás disposiciones de la Universidad, y prevalecen 
sobre cualquier otra disposición interna”. 
 
Segundo, porque el propio Estatuto define la finalidad de la publicidad: permitir que 
la sociedad y la comunidad universitaria tengan conocimiento de las decisiones 
institucionales y puedan ejercer sus derechos respecto de asuntos de su interés. 
 
Por consiguiente, la publicidad estatutaria no puede reducirse a la existencia de un 
acto formalmente publicado. La propia definición institucional revela que la finalidad 
de la publicidad es hacer posible el conocimiento efectivo de las decisiones por parte 
de sus destinatarios, precisamente para que estos puedan ejercer los derechos que de 
ellas se derivan. 
 
Tratándose de una convocatoria electoral, esta finalidad adquiere una intensidad 
particular, porque el acto administrativo no se limita a informar una decisión 
administrativa ordinaria. La convocatoria abre el escenario institucional en el cual se 
ejercen derechos de participación democrática y los derechos a elegir y ser elegido. 
 
Aunado a lo anterior,  este principio también se encuentra desarrollado de manera 
específica en la Resolución No. 0385 de 2023, mediante la cual la Universidad de 
Córdoba adoptó su Reglamento Electoral. 
 
El artículo 2º del Reglamento Electoral establece los principios fundamentales que 
rigen los procesos electorales de la Universidad y contempla, entre otros, la 
transparencia, la publicidad, el voto secreto, libre e indelegable, la imparcialidad y la 
eficacia del voto. Al desarrollar el principio de publicidad, la norma dispone que: 
 
“Todas las actuaciones que se lleven a cabo desde el momento de la convocatoria, 
inscripción y resultados electorales, serán públicos y objeto de amplia difusión.”  
 
La expresión utilizada por la propia Universidad es particularmente significativa: el 
Reglamento no exige únicamente que las actuaciones electorales sean públicas, sino 
que sean objeto de “amplia difusión”. 
 
Esta exigencia se concreta posteriormente en el artículo 6º del Reglamento Electoral, 
conforme al cual: “La convocatoria será publicada en la página web institucional, en 
los medios de difusión de la Universidad y en los demás que se dispongan para ello.”  
 
Así, el Reglamento Electoral establece una diferencia entre la publicación en la página 
web institucional y la utilización de los medios de difusión de la Universidad y demás 
medios que se dispongan para ello, lo cual evidencia que, dentro de la regulación 
electoral interna, la publicación formal del acto en la página web no constituye 
necesariamente el agotamiento del deber de publicidad. 
 



Más aún, el artículo 5º del Reglamento exige que la convocatoria contenga un 
cronograma que permita desarrollar sucesivamente las etapas de publicación, 
inscripción, verificación de requisitos, publicación de candidatos, reclamaciones, 
resolución de reclamaciones, publicación de la lista definitiva de habilitados, 
publicación del censo definitivo, votación y publicación de resultados.  
 
De esta manera, la publicidad se encuentra articulada normativamente con las 
distintas etapas del proceso electoral y, particularmente, con aquellas destinadas a 
permitir que los integrantes del respectivo estamento conozcan las condiciones de 
participación, puedan postularse, verifiquen su habilitación y ejerzan oportunamente 
los mecanismos de reclamación previstos por el propio Reglamento. 
 
Esto resulta especialmente evidente en las disposiciones relativas al censo electoral. 
El Reglamento prevé la publicación del censo y reconoce la posibilidad de que quienes 
tengan derecho a votar y no aparezcan en él soliciten su inclusión ante las autoridades 
correspondientes.  
 
Por tanto, la publicidad del proceso electoral cumple una función sustancial dentro del 
sistema diseñado por la Universidad consistente en permitir que los potenciales 
electores conozcan el proceso, verifiquen su situación frente al censo y, cuando 
corresponda, ejerzan oportunamente los mecanismos destinados a garantizar su 
derecho al sufragio. 
 
En consecuencia, el proceso de elección del representante de los egresados, en este 
caso el reglamentado y convocado por medio de las Resoluciones 1800 y 1801 del 3 de 
septiembre de 2026, se encuentra sometido simultáneamente a: 
 
i) los artículos 1º, 2º y 40 de la Constitución Política, que consagran el principio 
democrático, la participación y el derecho a elegir y ser elegido; 
ii) el artículo 69 constitucional y el régimen de autonomía universitaria, que habilitan a 
la Universidad para autorregular sus procesos, pero dentro del respeto por los 
derechos fundamentales; 
iii) el Estatuto General de la Universidad de Córdoba, que reconoce la participación, la 
democracia y la publicidad como principios institucionales;  
iv) el Reglamento Electoral, que desarrolla específicamente el principio de publicidad 
y exige que las actuaciones electorales sean objeto de amplia difusión, además de 
establecer mecanismos de publicación de la convocatoria y del censo electoral; y 
v) las Resoluciones Nos. 1800 y 1801 de 2026, que, al reglamentar y convocar el 
proceso electoral actualmente en curso, deben ser interpretadas y aplicadas de 
manera compatible con las normas superiores constitucionales e institucionales que 
gobiernan el proceso. 
 
Por consiguiente, la cuestión constitucional que debe resolverse no consiste 
simplemente en determinar si la Universidad publicó formalmente los actos 
administrativos objeto de estudio, sino en establecer si las condiciones concretas de 
publicidad adoptadas para este proceso resultan materialmente idóneas y suficientes 
para garantizar la participación efectiva de los egresados y el ejercicio de los derechos 
a elegir y ser elegido. 
 
Esta distinción resulta fundamental, pues, como lo ha reconocido el Consejo de 
Estado, el hecho de que una autoridad electoral observe formalmente una 
determinada regla de publicidad no excluye la posibilidad de que, atendiendo las 
circunstancias concretas del proceso, subsistan barreras que impidan la participación 
efectiva.  



 
En consecuencia, el estándar aplicable al presente proceso no puede reducirse a la 
existencia de una publicación formal, sino que debe determinarse a partir de la 
finalidad constitucional de la publicidad electoral, de las obligaciones expresamente 
asumidas por la Universidad en su Estatuto General y en su Reglamento Electoral y de 
las circunstancias particulares del cuerpo electoral al que se dirige la convocatoria. 
 
2.3. Vulneración los derechos fundamentales a la participación democrática y 
política, a elegir y ser elegido, a la igualdad y al debido proceso en materia 
electoral por falta de publicidad material y efectiva de la convocatoria 
 
Establecido el estándar constitucional e institucional aplicable, corresponde ahora 
exponer cómo las condiciones concretas en las cuales la Universidad de Córdoba hizo 
pública la convocatoria para la elección del representante de los egresados ante el 
Consejo Superior Universitario para el periodo 2026 – 2030, vulneran y amenazan 
causar un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales de participación 
democrática y política, a elegir y ser elegido, a la igualdad y al debido proceso en 
materia electoral.  
 
Como primera medida, se entrará a estudiar (i) la magnitud del cuerpo electoral y la 
propia incertidumbre de la universidad sobre el universo de egresados, para luego 
analizar (ii) cómo el cronograma de la convocatoria impide la participación 
democrática y política, vulnerando el derecho a elegir y ser elegido y el derecho a la 
igualdad y al debido proceso electoral.  
 
Ø 2.3.1. La magnitud del cuerpo electoral y la propia incertidumbre de la 

Universidad sobre el universo de egresados exigían una publicidad y 
divulgación especialmente amplia 
 
La primera circunstancia que debe ser considerada es la dimensión del estamento 
al cual se dirige la convocatoria. 
 
Para ello, debo poner de presente que el día 11 de agosto del 2026 radiqué un 
derecho de petición ante la Universidad de Córdoba en el que solicitaba 
información referente a la cantidad de egresados (discriminada entre pregrado y 
posgrado), la certeza frente a la identificación del cien por ciento (100%) de los 
egresados de la universidad, la dependencia responsable de dicha información, los 
mecanismos de actualización de la misma, entre otros elementos.  
 
De acuerdo con la respuesta oficial emitida por la Universidad de Córdoba, para 
junio de 2026 la institución identificaba aproximadamente cincuenta y seis mil 
seiscientos catorce (56.614) egresados, de los cuales 51.066 corresponden a 
programas de pregrado y 5.548 a programas de posgrado.  
 
Sin embargo, la propia Universidad advierte expresamente que dicha cifra es 
aproximada y no constituye una certificación absoluta o definitiva respecto de 
la totalidad histórica de sus egresados.  
 
La circunstancia adquiere especial relevancia porque la propia institución 
reconoce que no dispone de información completa sobre la totalidad de las 
personas que han adquirido la condición de egresados. La Secretaría General 
manifiesta que cuenta con información correspondiente al registro de graduados 
desde el año 1995 hasta la fecha de la respuesta.   
 



Es decir, si se toma como punto de partida el año 1966 (fecha en la que se creó la 
universidad), existe un período de aproximadamente veintinueve (29) años —1966 
a 1994— respecto del cual la propia institución reconoce que no dispone 
actualmente de un registro consolidado de los egresados.  
 
Para dimensionar este problema, es prácticamente igual el espacio temporal del 
que no se tiene información consolidada (29 años) sobre el universo electoral 
(egresados), del que si se tiene información (30 años).   
 
De hecho, frente a la consulta realizada a través de la petición del 11 de agosto de 
los corrientes, para conocer el porcentaje de egresados sobre los que no se tiene 
información en relación con el total histórico, la misma universidad respondió que: 
“Como quiera que se trata de información aproximada o estimada, por su 
naturaleza, se hace imposible saber a ciencia cierta un porcentaje exacto”. 
 
Así las cosas, es evidente que la elección que se reglamentó y se convocó mediante 
las Resoluciones 1800 y 1801 del 3 de septiembre de 2026 no recaen sobre un 
cuerpo electoral perfectamente individualizado, plenamente actualizado y con 
canales uniformes de contacto que permitan presumir que la totalidad de sus 
integrantes tendrá conocimiento de una convocatoria publicada exclusivamente 
en un sitio web institucional. 
 
Por el contrario, la propia información suministrada por la Universidad demuestra 
que se trata de un universo electoral de más de cincuenta y seis mil personas, cuya 
dimensión es aproximada y respecto del cual existen vacíos históricos de 
información esencial.  
 
Esta circunstancia imponía a la Universidad un deber reforzado de publicidad 
material. Cuanto mayor sea la dificultad institucional para identificar, localizar y 
contactar efectivamente a los integrantes del cuerpo electoral, mayor debe ser el 
esfuerzo de divulgación destinado a garantizar que la convocatoria llegue 
realmente a sus destinatarios. 
 
No resulta jurídicamente razonable, por tanto, tratar de la misma manera un 
proceso electoral dirigido a un cuerpo electoral pequeño, plenamente identificado 
y fácilmente localizable, que una elección dirigida a decenas de miles de 
egresados, respecto de los cuales la propia Universidad reconoce que no posee 
información histórica completa. 
 
Y esta consideración adquiere todavía mayor importancia cuando la elección no 
constituye un asunto meramente administrativo, sino el mecanismo mediante el 
cual aproximadamente 56.614 personas son llamadas a ejercer directamente su 
derecho a elegir y, quienes cumplan las condiciones correspondientes, su derecho 
a ser elegidos como representantes ante el máximo órgano de dirección de la 
Universidad. 

 
Ø 2.3.2. La convocatoria fue divulgada cuando ya resultaba materialmente 

insuficiente el tiempo disponible para ejercer los derechos de participación 
 
A la anterior circunstancia se suma el momento en el cual se produjo la publicación 
de la convocatoria. 
 



La Resolución No. 1801 de 2026 fue expedida y publicada el 3 de septiembre de 
2026, mientras que el período de inscripción de candidatos fue fijado entre el 7 y el 
11 de septiembre de 2026. 
 
Esto significa que entre la publicación de la convocatoria y el inicio de la etapa de 
inscripción únicamente existe un día hábil completo —el viernes 4 de septiembre— 
antes de que comience el período de inscripción el lunes 7 de septiembre. 
 
No puede perderse de vista que la convocatoria no contiene una simple invitación 
general a manifestar interés. Por el contrario, establece una carga documental 
considerable para quienes pretendan ejercer su derecho a ser elegidos. 
 
El aspirante debe presentar, entre otros documentos, carta de intención, hoja de 
vida en el formato correspondiente, documento de identidad, fotografía, diplomas, 
documentos destinados a acreditar su vinculación durante tres años con una 
institución de educación superior, declaraciones sobre inexistencia de 
determinadas vinculaciones con la Universidad, documentos destinados a 
acreditar experiencia de tres años en cuerpos colegiados universitarios y diferentes 
certificaciones relacionadas con antecedentes disciplinarios, fiscales y judiciales, 
entre otros requisitos. 
 
De hecho, para efectos de acreditar la experiencia de tres (3) años en cuerpos 
colegiados universitarios se requiere, de conformidad con el parágrafo sexto del 
artículo 5 de la Resolución 1801 de 2026, allegar certificación (es) legalmente 
expedida(s) por la oficina competente de la(s) respectiva(s) institución(es) de 
educación superior, en la(s) cual(es) se haga constar, como mínimo, la 
denominación y naturaleza del cuerpo colegiado, la calidad en la que el aspirante 
lo integró, las fechas exactas de inicio y terminación de su participación, 
expresadas en día, mes y año y, cuando se trate de una representación estamental, 
si actuó en calidad de representante principal o suplente. 
 
Por su parte, en cuanto a la vinculación de tres (3) años con universidades a nivel 
directivo, docente y/o investigativo, se requiere se allegar certificación(es) 
legalmente expedida(s) por la oficina competente de la(s) respectiva(s) 
institución(es) en la(s) que se haya desarrollado la actividad, en la(s) cual(es) se 
haga constar el tiempo de ejercicio y la naturaleza de la actividad desarrollada, de 
conformidad con el parágrafo quinto del artículo 5 de la Resolución 1801 de 2026.  
 
Por consiguiente, la publicación de la convocatoria constituye también la apertura 
de un término para que los potenciales candidatos conozcan los requisitos, 
determinen si cumplen las condiciones exigidas, identifiquen los documentos 
necesarios, los soliciten a las entidades correspondientes, los reciban, los 
verifiquen, los organicen y finalmente presenten su inscripción dentro del término 
establecido. 
 
La dificultad no es meramente hipotética. 
 
El ordenamiento jurídico reconoce que las relaciones entre los ciudadanos y las 
autoridades administrativas están sujetas a términos para la atención de 
solicitudes. Como regla general, el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015 establece un 
término de quince (15) días para resolver las peticiones, mientras que las 
solicitudes de información y documentos cuentan con un término especial de diez 
(10) días. 
 



Esto significa que una persona que solo tenga conocimiento de la convocatoria al 
momento de su publicación y que necesite acudir al ejercicio del derecho de 
petición para obtener alguno de los documentos o certificaciones requeridos, 
puede encontrarse objetivamente frente a un término de respuesta que supera o 
consume prácticamente la totalidad del período de inscripción, dependiendo de la 
naturaleza de la certificación solicitada, impidiendo de facto su participación en el 
proceso.  
 
En otras palabras, el término de inscripción no puede analizarse aisladamente del 
momento en que los requisitos fueron efectivamente divulgados. Una persona que 
ya conociera anticipadamente la convocatoria y hubiese preparado durante 
semanas o meses todos los documentos exigidos se encuentra en una situación 
sustancialmente diferente a aquella persona que conoce por primera vez la 
convocatoria el 3 de septiembre. 
 
Tal es el caso, por ejemplo, de los miembros de consejo superior universitario que 
otorgaron las facultades, quienes están habilitados en participar en este proceso 
de elección. Precisamente es la circunstancia del señor Jorge Espitia Solera, quien 
hasta hace menos de un mes era el Representante del Presidente de la República 
en el Consejo Superior, participó en el Acuerdo No. 064 de 2026 que le otorgó 
facultades al señor Rector para reglamentar el presente proceso, y participará en la 
presente convocatoria.  
 
El principio democrático exige que las oportunidades de participación no 
dependan de que una persona haya tenido conocimiento anticipado de una 
convocatoria que todavía no había sido públicamente divulgada. 
 
Por otro lado, el término concedido para la publicidad y divulgación efectiva de la 
convocatoria —reducido, en la práctica, a un (1) día hábil antes del inicio de la etapa 
de inscripción— adquiere especial relevancia frente a la posibilidad de 
participación de personas cuyas posiciones políticas o institucionales resulten 
abiertamente contrarias a la actual administración de la Rectoría, particularmente 
cuando se trate de egresados cuya vinculación, trayectoria o experiencia se haya 
desarrollado en la propia Universidad de Córdoba. 
 
Lo anterior, por cuanto el reducido término establecido puede convertirse, 
objetivamente, en una barrera para el ejercicio del derecho a ser elegido. En efecto, 
una persona que tenga conocimiento de la convocatoria únicamente el día de su 
publicación —3 de septiembre de 2026— conocería en ese mismo momento los 
requisitos específicos exigidos para acreditar, entre otros aspectos, la experiencia 
mínima requerida para aspirar a la representación.  
 
Si para acreditar dicha experiencia requiere obtener certificaciones o documentos 
que deban ser solicitados a la propia Universidad, la administración dispondría de 
los términos legales ordinarios para atender las correspondientes solicitudes de 
información o documentación, los cuales superan ampliamente el período 
disponible para formalizar la inscripción. 
 
Así, una persona que legítimamente reúna las condiciones sustanciales para 
aspirar a la representación podría encontrarse materialmente imposibilitada para 
acreditar uno de los requisitos exigidos, no por carecer de la experiencia requerida, 
sino por no disponer del tiempo suficiente para obtener la certificación 
institucional que la acredita.  
 



El resultado práctico sería particularmente grave: una deficiencia temporal 
derivada del propio diseño de la convocatoria podría terminar produciendo la 
exclusión de determinadas candidaturas y, con ello, restringiendo la pluralidad y 
amplitud de la participación democrática. 
 
Esta circunstancia resulta aún más relevante cuando se advierte que la eventual 
afectación podría recaer precisamente sobre personas cuya trayectoria dentro de 
la Universidad les permita contar con la experiencia exigida, pero que, por sus 
posiciones críticas o contrarias a la administración universitaria de turno, podrían 
representar alternativas electorales diferentes a las de quienes actualmente 
ejercen la dirección institucional.  
 
En consecuencia, el diseño temporal de la convocatoria no solamente 
compromete la publicidad material del proceso, sino que puede traducirse en una 
restricción indirecta del derecho fundamental a ser elegido, al hacer depender la 
posibilidad de formalizar una candidatura de la obtención, dentro de un término 
extraordinariamente reducido, de documentos cuya expedición no depende 
exclusivamente de la voluntad del aspirante. 
 

Ø 2.3.3. Las condiciones concretas de la convocatoria desconocen el estándar 
constitucional de participación efectiva, igualdad electoral y garantía del 
derecho a elegir y ser elegido 
 
Las circunstancias anteriormente expuestas deben ser analizadas con el estándar 
constitucional desarrollado por la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, 
expuesto en la presente acción de tutela bajo el cual permiten advertir que las 
condiciones con las cuales fue estructurado el actual proceso electoral generan 
barreras objetivas para el ejercicio efectivo de los derechos políticos de los 
egresados y, particularmente, para el ejercicio de los derechos a elegir y ser elegido. 
 
En primer lugar, la Sentencia T-452 de 2023 resulta particularmente relevante por 
tratarse de un asunto relacionado directamente con la participación democrática y 
política al interior de una institución educativa. En dicha providencia, la Corte 
Constitucional recordó que la participación democrática se encuentra 
estrechamente vinculada con el derecho a elegir y ser elegido y que la dimensión 
activa del derecho al sufragio comprende el acceso a los medios logísticos e 
informativos necesarios para participar efectivamente en una elección, mientras 
que su dimensión pasiva comprende la posibilidad de ser elegido como 
representante.  
 
Este entendimiento adquiere especial importancia en el presente asunto, pues la 
afectación advertida no se limita al eventual impedimento de una persona 
determinada para votar o postularse. El problema surge desde las condiciones 
mismas en las que la Universidad estructuró el acceso al proceso electoral, al 
establecer un período de publicidad extraordinariamente reducido frente a las 
características del cuerpo electoral y, simultáneamente, un término de inscripción 
que exige a los potenciales candidatos acreditar múltiples condiciones mediante 
documentos y certificaciones cuya obtención puede depender de la actuación de 
terceros o de la propia Universidad. 
 
Así, la convocatoria no garantiza únicamente el derecho abstracto a presentar una 
candidatura o depositar un voto, sino que debe garantizar la posibilidad material de 
llegar a ejercer esos derechos. Cuando el interesado conoce las reglas del proceso 
únicamente unos días antes de que venza el término para postularse y debe 



obtener durante ese mismo período documentos indispensables para acreditar su 
condición, la garantía constitucional del derecho a ser elegido queda sometida a 
una condición temporal que puede resultar objetivamente insuperable. 
 
En segundo lugar, la Sentencia SU-205 de 2025 reafirma que los derechos políticos 
tienen naturaleza fundamental y que el principio de democracia participativa posee 
un carácter universal y expansivo.  
 
La Corte precisó que el derecho de participación comprende, entre otros, el 
derecho a elegir y ser elegido y que los mecanismos mediante los cuales se 
materializa la participación deben contar con condiciones adecuadas para que 
esta pueda ejercerse efectivamente.  
 
De manera particularmente relevante, la providencia identifica como atributos de 
la participación política la disponibilidad, el acceso, la calidad y la permanencia, y 
señala que la calidad de la participación exige información pertinente, oportuna y 
suficiente para lograr una incidencia real en los procesos democráticos.  
 
La aplicación de este estándar al presente caso permite advertir una 
incompatibilidad evidente entre la finalidad constitucional de la participación y las 
condiciones concretas de la convocatoria. 
 
La información electoral no puede calificarse como oportuna y suficiente cuando 
un cuerpo electoral de aproximadamente 56.614 personas recibe la convocatoria 
únicamente el 3 de septiembre de 2026, mientras la inscripción de candidatos 
comienza el 7 de septiembre siguiente, y cuando la propia Universidad reconoce 
que la cifra correspondiente a sus egresados es aproximada y que no dispone de 
información completa respecto de la totalidad histórica de quienes ostentan dicha 
condición.  
 
Tampoco puede considerarse que exista un acceso materialmente igualitario al 
proceso cuando una persona que haya tenido conocimiento anticipado de la 
elección puede encontrarse en mejores condiciones para preparar la 
documentación requerida que aquella que solamente conoce la convocatoria a 
partir de su publicación oficial. 
 
La diferencia es particularmente significativa respecto de quienes pretendan 
ejercer el derecho a ser elegidos, pues la convocatoria exige acreditar, entre otros 
aspectos, experiencia de tres años en cuerpos colegiados universitarios y 
vinculación durante tres años con instituciones de educación superior mediante 
certificaciones expedidas por las respectivas instituciones. En esas condiciones, 
el momento en que una persona adquiere conocimiento de la convocatoria puede 
determinar materialmente su capacidad para cumplir los requisitos de inscripción, 
aun cuando sustancialmente reúna las condiciones exigidas. 
 
Esta situación resulta incompatible con el principio de igualdad electoral, pues el 
derecho a ser elegido no puede depender de una ventaja temporal derivada del 
conocimiento anticipado de una convocatoria que aún no había sido divulgada 
públicamente. 
 
En tercer lugar, la Sentencia SU-115 de 2019 ofrece un parámetro especialmente 
importante respecto de la relación entre autonomía universitaria, reglas electorales 
y garantías de igualdad y transparencia. 
 



En dicha providencia, la Corte reconoció que las universidades cuentan con 
autonomía para establecer sus mecanismos de elección y organización interna, 
pero precisó que dicha autonomía se encuentra sometida a la Constitución, a la ley 
y a los derechos fundamentales.  
 
La Corte destacó que el gobierno universitario debe desarrollarse respetando los 
derechos fundamentales y el principio democrático, y que los mecanismos de 
elección adoptados por las instituciones de educación superior deben respetar los 
límites constitucionales que orientan los escenarios de decisión democrática.  
 
Más aún, en el contexto electoral analizado en esa providencia se puso de presente 
la importancia de contar con reglas y garantías que aseguren condiciones de 
igualdad, transparencia e imparcialidad entre quienes participan en una contienda 
electoral universitaria.  
 
En el presente caso, precisamente, la igualdad electoral se ve comprometida 
porque el diseño temporal de la convocatoria no afecta de la misma manera a todos 
los integrantes del estamento de egresados. Quien conoció anticipadamente la 
existencia del proceso y pudo preparar sus documentos se encuentra en una 
situación sustancialmente diferente de quien tuvo conocimiento de la 
convocatoria solamente a partir de su publicación el 3 de septiembre de 2026. 
 
La desigualdad no deriva, entonces, de una regla que expresamente favorezca a un 
candidato determinado, sino de una condición objetiva del procedimiento que 
puede producir ventajas diferenciadas entre quienes tuvieron la posibilidad de 
prepararse con anterioridad y quienes únicamente pudieron conocer las 
condiciones de participación a partir de la publicación oficial de la convocatoria. 
 
Esta circunstancia adquiere especial relevancia cuando se trata de personas cuya 
trayectoria dentro de la Universidad les permitiría cumplir los requisitos exigidos 
para aspirar a la representación, pero que eventualmente sostengan posiciones 
críticas o diferentes frente a la administración universitaria. La garantía de igualdad 
electoral exige que el proceso no genere condiciones que, directa o indirectamente, 
reduzcan la posibilidad de que esas alternativas puedan llegar a presentarse ante 
el electorado. 
 
Así mismo, la afectación del derecho de participación no se limita a quienes 
pretendan postularse como candidatos, sino que se proyecta igualmente sobre el 
ejercicio del derecho al voto de los egresados.  
 
En efecto, la Resolución No. 1801 de 2026 establece que el precenso electoral será 
publicado el 16 de septiembre de 2026 y que los egresados podrán solicitar su 
inclusión en este los días 17 y 18 de septiembre.  
 
Por tanto, el ejercicio efectivo del derecho a elegir se encuentra condicionado, en 
primer término, a que los potenciales electores conozcan oportunamente la 
existencia de la convocatoria y, posteriormente, a que conozcan la publicación del 
precenso para verificar si efectivamente se encuentran incluidos en él.  
 
Si la convocatoria no es objeto de una divulgación amplia, suficiente y 
materialmente efectiva, existe el riesgo de que un número indeterminado de 
egresados no tenga conocimiento del proceso electoral ni de la publicación del 
precenso y, en consecuencia, tampoco tenga la posibilidad real de advertir su 
exclusión y solicitar oportunamente su inclusión.  



 
Así, una publicidad meramente formal puede terminar convirtiéndose en una 
barrera objetiva para el ejercicio del derecho al voto, pues el mecanismo previsto 
por la propia Universidad para garantizar la inclusión de quienes no aparezcan en 
el precenso solo resulta efectivo respecto de aquellas personas que tengan 
conocimiento oportuno tanto de la convocatoria como de las etapas subsiguientes 
del proceso. 
 
Lo anterior resulta particularmente relevante a la luz de la ya mencionada 
Sentencia SU-115 de 2019, en la cual la Corte Constitucional destacó que la 
autonomía universitaria no constituye un ámbito de independencia absoluta frente 
a la Constitución y que los mecanismos internos de elección deben armonizarse 
con los derechos fundamentales, así como con los principios de igualdad, 
transparencia e imparcialidad que rigen los procesos democráticos.  
 
En consecuencia, no basta con que la Universidad haya previsto formalmente un 
mecanismo para solicitar la inclusión en el precenso; es necesario que las 
condiciones materiales del proceso permitan que los egresados conozcan 
oportunamente la existencia de dicho mecanismo y puedan ejercerlo. De lo 
contrario, la garantía prevista en la reglamentación se torna meramente nominal 
para quienes, por falta de una divulgación suficiente, no lleguen a conocer que 
fueron excluidos del precenso dentro del breve término establecido para reclamar. 
 
De esta manera, la deficiente publicidad de la convocatoria amenaza producir un 
perjuicio irremediable en la vulneración sucesiva del derecho de participación, en 
tanto impide que determinados egresados conozcan el proceso, verifiquen su 
inclusión en el precenso, soliciten oportunamente su incorporación y, finalmente, 
ejerzan su derecho a elegir. 
 
Finalmente, el criterio desarrollado por la Sección Quinta del Consejo de Estado en 
Sentencia del 26 de mayo de 2022, Rad. 11001-03-28-000-2021-00055-00, resulta 
particularmente ilustrativo, por cuanto examinó un proceso de elección de un 
representante ante el Consejo Superior Universitario de una institución de 
educación superior. 
 
En dicha providencia, el Consejo de Estado estableció que hace parte de la 
legalidad del acto electoral no solamente el cumplimiento formal de las normas y 
procedimientos que regulan el certamen democrático, sino también las garantías 
efectivas otorgadas por la autoridad electoral para que quienes tienen capacidad 
electoral puedan participar efectivamente, bien sea postulando sus aspiraciones o 
depositando el sufragio.  
 
La Sala fue todavía más explícita al señalar que, aunque la convocatoria hubiera 
sido formalmente publicada, ello no era suficiente cuando las condiciones 
concretas del procedimiento mantenían barreras que impedían la participación 
efectiva de los interesados.  
 
Este criterio guarda una relación directa con el presente caso. En aquel asunto, la 
barrera derivaba de las condiciones territoriales y de la exigencia de 
desplazamientos que hacían materialmente difícil la inscripción y posterior 
votación.  
 
En este caso, la barrera tiene naturaleza temporal, informativa y documental: el 
cuerpo electoral es masivo; la propia Universidad reconoce que no posee 



información histórica completa sobre la totalidad de sus egresados; la 
convocatoria fue publicada apenas un día hábil antes del inicio de las 
inscripciones; los candidatos deben acreditar múltiples requisitos mediante 
documentos y certificaciones; y todo el proceso electoral se desarrolla en apenas 
tres semanas. 
 
Por consiguiente, así como en el precedente del Consejo de Estado la publicación 
formal de la convocatoria no fue suficiente para superar las barreras materiales 
existentes, en el presente caso la publicación de la Resolución No. 1801 de 2026 
tampoco puede considerarse suficiente si las condiciones temporales y 
documentales establecidas por la propia Universidad hacen materialmente difícil 
o imposible que una parte de los integrantes del estamento pueda postularse o 
participar como electora. 
 
La similitud entre ambos asunto reside precisamente en el criterio jurídico 
empleado por la Sección Quinta: la validez formal de las reglas electorales no agota 
el análisis constitucional cuando las condiciones concretas de su aplicación 
generan barreras para la participación efectiva. 
 
En consecuencia, la Universidad de Córdoba no puede ampararse exclusivamente 
en que la Resolución No. 1801 de 2026 fue publicada en su página web 
institucional.  
 
La obligación constitucional e institucional era garantizar que la convocatoria fuera 
materialmente apta para permitir la participación del estamento al cual se dirigía, 
teniendo en cuenta sus dimensiones, las dificultades reconocidas por la propia 
institución para identificar la totalidad de sus integrantes y las cargas 
documentales impuestas para ejercer el derecho a ser elegido. 
 
Así mismo, teniendo en cuenta el vacío de información frente a la cantidad de 
egresados de la Universidad de Córdoba – 29 años – se requiere dar una divulgación 
amplia en medios de comunicación, con el ánimo de garantizar, no solo la 
participación en la convocatoria como candidato, sino también para el ejercicio del 
voto, en caso de que las personas no se encuentren en el precenso.  
 
La situación descrita permite, entonces, establecer una relación directa entre las 
circunstancias fácticas acreditadas y los derechos fundamentales 
comprometidos: 
 
i) la insuficiencia temporal de la publicidad afecta el derecho a la información 
necesaria para participar efectivamente en el proceso electoral; 
ii) las condiciones establecidas para la inscripción pueden restringir materialmente 
el derecho a ser elegido, al hacer depender la postulación de la obtención oportuna 
de documentos cuya expedición no depende exclusivamente del aspirante; 
iii) la misma circunstancia puede afectar el derecho a elegir, en la medida en que 
una deficiente divulgación puede impedir que integrantes del cuerpo electoral 
conozcan oportunamente la elección, verifiquen su habilitación y ejerzan los 
mecanismos previstos para corregir eventuales inconsistencias; 
iv) la diferencia entre quienes pudieron conocer y preparar anticipadamente su 
participación y quienes solamente conocieron la convocatoria con su publicación 
oficial compromete el derecho a la igualdad en la participación electoral; y 
v) el desconocimiento de las etapas y garantías previstas por el propio Reglamento 
Electoral, particularmente aquellas relacionadas con la publicidad, el censo y las 



posibilidades de reclamación, compromete las garantías del debido proceso 
electoral. 
 
Por ello, las circunstancias examinadas no constituyen una mera inconformidad 
frente al cronograma establecido por la Universidad. Configuran una amenaza 
actual y concreta a la efectividad de los derechos fundamentales de participación 
democrática y política, a elegir y ser elegido, a la igualdad y al debido proceso 
electoral, pues el diseño adoptado puede impedir que una parte del estamento de 
egresados tenga una oportunidad real y efectiva de participar en la conformación 
de su representación ante el Consejo Superior Universitario. 
 
En este punto resulta particularmente aplicable el principio de interpretación 
favorable a la participación democrática. La Corte Constitucional ha reiterado que 
el carácter universal y expansivo de la democracia exige privilegiar, ante las 
alternativas interpretativas constitucionalmente posibles, aquella que favorezca 
en mayor medida el ejercicio de los derechos de participación y que imponga 
menores restricciones a su acceso.  
 
Por consiguiente, ante la posibilidad de desarrollar el proceso electoral bajo un 
cronograma que maximice la participación o bajo uno que, dadas las 
circunstancias concretas, pueda restringirla, la Universidad debe optar por aquel 
que permita una participación más amplia, plural, igualitaria y efectiva del 
estamento de egresados. 
 
De allí que la medida solicitada en esta acción —la suspensión temporal del 
proceso y la ampliación del cronograma, acompañada de mecanismos de 
publicidad y divulgación adecuados— no persiga interferir indebidamente en la 
autonomía universitaria, sino precisamente garantizar que dicha autonomía sea 
ejercida de conformidad con los límites constitucionales que le son propios y que 
el proceso electoral pueda desarrollarse bajo condiciones compatibles con el 
principio democrático y con la efectividad de los derechos fundamentales 
comprometidos. 
 

3. SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL 
 

3.1. Suspensión provisional de la aplicación de la Resolución No. 1801 del 3 de 
septiembre de 2026 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, solicito 
respetuosamente al despacho que, desde la admisión de la presente acción y 
como medida provisional, suspenda provisionalmente los efectos de la Resolución 
No. 1801 del 3 de septiembre de 2026, mediante la cual la Universidad de Córdoba 
convocó a los egresados a participar en la elección del representante de los 
egresados ante el Consejo Superior Universitario para el período 2026-2030, así 
como la ejecución de las etapas y actuaciones que se deriven de dicho acto 
administrativo.  
 
La medida solicitada resulta necesaria, urgente, razonable y proporcional, por 
cuanto se encuentran reunidos los presupuestos que la jurisprudencia 
constitucional ha establecido para su procedencia. 
 
3.1.1. Apariencia de buen derecho (fumus boni iuris) 
 



La solicitud de protección constitucional tiene una base fáctica y jurídica que 
permite advertir, prima facie, una posible afectación de los derechos 
fundamentales a la participación democrática, a elegir y ser elegido, a la igualdad y 
al debido proceso, en el marco del proceso electoral convocado mediante la 
Resolución No. 1801 de 2026. 
 
Para efectos de fundamentar el requisito de apariencia de buen derecho, se deben 
tener en cuenta los argumentos esgrimidos anteriormente.  
 
3.1.2. Peligro en la demora (periculum in mora) 
 
El segundo presupuesto se encuentra particularmente acreditado por la 
proximidad de las etapas decisivas del proceso electoral. 
 
La Resolución No. 1801 de 2026 establece que las inscripciones de candidatos 
comienzan el 7 de septiembre de 2026, mientras que la elección se encuentra 
programada para el 24 de septiembre de 2026. 
 
Por consiguiente, de permitirse la continuidad del cronograma mientras se tramita 
la presente acción constitucional, existe un riesgo cierto de que las etapas 
electorales avancen hasta hacer materialmente inocua una eventual decisión 
favorable. 
 
En efecto, si el proceso continúa con las inscripciones, verificación de requisitos, 
publicación de candidatos, conformación del precenso y censo definitivo y, 
finalmente, la jornada de votación, una eventual sentencia que posteriormente 
determine que las condiciones de publicidad y participación fueron insuficientes 
llegaría cuando el proceso electoral ya se encuentre consumado. 
 
El perjuicio, por tanto, no consistiría únicamente en la realización anticipada de una 
determinada actuación administrativa, sino en la eventual consolidación de un 
proceso electoral desarrollado bajo condiciones que pudieron restringir desde su 
inicio el universo efectivo de candidatos y electores. 
 
Particularmente relevante resulta que la propia reglamentación prevé que los 
egresados que no aparezcan en el precenso puedan solicitar su inclusión dentro de 
un término reducido.  
 
Si determinados egresados no conocen oportunamente la convocatoria, tampoco 
tendrán necesariamente conocimiento de la publicación del precenso ni de la 
posibilidad de reclamar su inclusión, con lo cual la falta de publicidad inicial puede 
proyectar sus efectos hasta la propia jornada electoral. 
 
Por ello, la demora en la adopción de una medida de protección no constituye en 
este caso un riesgo meramente hipotético, pues el cronograma electoral se 
encuentra actualmente en curso y varias de sus etapas están próximas a producir 
efectos que posteriormente podrían resultar difíciles o imposibles de retrotraer. 
 
La Corte Constitucional ha señalado que el periculum in mora se configura cuando 
el transcurso del tiempo durante el trámite puede afectar considerablemente la 
protección del derecho y hacer tardía la decisión definitiva, como en el presente 
caso.  
 
3.1.3. Proporcionalidad de la medida solicitada 



 
La suspensión solicitada tampoco comporta una afectación desproporcionada de 
los intereses de la Universidad de Córdoba ni del proceso de elección. 
 
Por el contrario, se trata de una medida estrictamente temporal y preventiva, 
dirigida exclusivamente a conservar la posibilidad de que el proceso electoral 
pueda desarrollarse posteriormente bajo condiciones compatibles con los 
derechos fundamentales cuya protección se solicita. 
 
La medida no pretende que el juez constitucional sustituya a las autoridades 
universitarias en el ejercicio de sus competencias electorales, ni que determine 
anticipadamente quiénes deben ser candidatos, quiénes deben integrar el censo o 
quién debe resultar elegido.  
 
Su finalidad es mucho más limitada: impedir que, mientras se determina si las 
condiciones actuales de la convocatoria son constitucionalmente adecuadas, 
continúe un procedimiento cuya eventual irregularidad podría consolidarse y 
resultar imposible de reparar mediante la sentencia de fondo. 
 
Además, la propia Resolución No. 1800 de 2026 contempla la posibilidad de que el 
Comité Electoral suspenda o reinicie el proceso cuando se presenten 
circunstancias que así lo justifiquen, previa decisión motivada. Por ello, la 
suspensión temporal del cronograma no resulta extraña a la propia estructura 
normativa diseñada por la Universidad. 
 
En estas condiciones, la medida solicitada protege el derecho fundamental sin 
anticipar la decisión de fondo, preservando tanto la autonomía universitaria como 
la efectividad de los derechos constitucionales invocados. 
 
La jurisprudencia constitucional ha precisado, además, que la adopción de una 
medida provisional no constituye prejuzgamiento, pues su finalidad es preservar 
los derechos mientras se adopta la decisión definitiva. 
 
3.1.4. Necesidad de suspender la ejecución del cronograma electoral 
 
En consecuencia, mantener vigente la ejecución de la Resolución No. 1801 de 2026 
durante el trámite de la presente acción podría producir precisamente aquello que 
el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991 pretende evitar: que el tiempo transcurrido 
haga ilusoria la protección constitucional que eventualmente se conceda. 
 
Por ello, la medida provisional debe comprender no solamente la suspensión 
formal de la aplicación de la Resolución No. 1801 de 2026, sino también la 
suspensión de las actuaciones y etapas electorales que se deriven de ella, 
particularmente las relacionadas con la inscripción y verificación de candidatos, 
publicación de candidatos, elaboración y publicación del precenso y censo 
definitivo y realización de la jornada de votación prevista para el 24 de septiembre 
de 2026. 
 
La suspensión permitirá que, si el despacho encuentra acreditada la vulneración 
alegada, pueda impartir una orden de fondo útil y efectiva, orientada, según 
corresponda, a la modificación del cronograma, ampliación de los mecanismos de 
publicidad y participación y adopción de las demás medidas necesarias para 
garantizar un proceso electoral democrático, transparente, igualitario y 
efectivamente participativo. 



 
4. PETICIONES 

 
Con fundamento en los hechos, fundamentos constitucionales, legales y 
jurisprudenciales expuestos, respetuosamente solicito al señor Juez Constitucional: 

 
PRIMERA. AMPARAR los derechos fundamentales a la participación democrática, a 
elegir y ser elegido, a la igualdad y al debido proceso, en el marco del proceso electoral 
para la elección del representante de los egresados ante el Consejo Superior de la 
Universidad de Córdoba para el período 2026-2030, los cuales han sido amenazados 
y/o vulnerados por la Universidad de Córdoba mediante las condiciones de publicidad, 
participación y desarrollo establecidas en las Resoluciones No. 1800 y 1801 del 3 de 
septiembre de 2026. 

 
SEGUNDA. Como consecuencia del amparo, ORDENAR A LA UNIVERSIDAD DE 
CÓRDOBA SUSPENDER LOS EFECTOS DE LA RESOLUCIÓN No. 1801 DEL 3 DE 
SEPTIEMBRE DE 2026, mediante la cual se convocó a los egresados a participar en la 
elección del representante de los egresados ante el Consejo Superior Universitario 
para el período 2026-2030, y abstenerse de continuar ejecutando las etapas del 
cronograma electoral que se derivan de dicho acto, hasta tanto se adopten las 
medidas necesarias para garantizar el ejercicio efectivo de los derechos 
fundamentales amparados. 

 
TERCERA. ORDENAR A LA UNIVERSIDAD DE CÓRDOBA REFORMULAR Y AMPLIAR EL 
CRONOGRAMA DEL PROCESO ELECTORAL, de manera que se otorgue un período 
razonable y suficiente para la divulgación material y efectiva de la convocatoria entre 
la comunidad de egresados, así como para el ejercicio real y oportuno de las etapas de 
inscripción de candidatos, verificación de requisitos, publicación de candidatos, 
publicación del precenso, presentación de reclamaciones y solicitudes de inclusión en 
el censo electoral. 

 
CUARTA. ORDENAR A LA UNIVERSIDAD DE CÓRDOBA IMPLEMENTAR MECANISMOS 
DE DIVULGACIÓN AMPLIA, SUFICIENTE Y EFECTIVA DE LA CONVOCATORIA, 
adicionales a la publicación en la página web institucional, tales como la publicación 
de la convocatoria en periódicos de alta circulación nacional o regional, cuñas 
radiales, entre otras, que permitan que la información llegue de manera razonable al 
universo de egresados potencialmente habilitados para participar en el proceso 
electoral, teniendo en cuenta la magnitud de dicho universo y las limitaciones de la 
información histórica reconocidas por la propia Universidad. 

 
QUINTA. ORDENAR A LA UNIVERSIDAD DE CÓRDOBA GARANTIZAR LA PUBLICIDAD 
OPORTUNA Y SUFICIENTE DEL PRECENSO ELECTORAL, así como establecer y divulgar 
de manera clara el procedimiento, los canales y los términos para que los egresados 
que no aparezcan incluidos puedan solicitar su incorporación al censo electoral y 
ejercer efectivamente su derecho al voto. 

 
SEXTA. Adoptar cualquier otra medida que el despacho considere necesaria para 
garantizar el pleno goce y efectividad de los derechos fundamentales amparados, de 
conformidad con las facultades previstas en el Decreto 2591 de 1991. 

 
5. PRUEBAS Y ANEXOS  

 



Ø Resolución 1800 del 3 de septiembre de 2026 por la cual se reglamenta el proceso 
de elección del representante de los egresados (principal y su suplente) ante el 
Consejo Superior Universitario, para un período de cuatro (4) años, 2026 – 2030.  

Ø Resolución 1801 del 3 de septiembre de 2026 por la cual se convoca al proceso de 
elección del representante de los egresados (principal y su suplente) ante el 
Consejo Superior Universitario, para un periodo de cuatro (4) años, 2026 - 2030, y 
se establece el cronograma 

Ø Acuerdo 270 del 2017 – Estatuto General de la Universidad de Córdoba 
Ø Resolución No. 0385 del 2023 por medio de la cual se adopta y unifica el 

reglamento electoral de la Universidad de Córdoba.  
Ø Petición elevada a la Universidad de Córdoba el día 11 de agosto de 2026.  
Ø Respuesta de la Universidad de Córdoba el día 1 de septiembre de 2026.  
Ø Correos electrónicos tanto de la petición como de la respuesta.  
Ø Cédula de ciudadanía.  
 

6. JURAMENTO  
 

Bajo la gravedad del juramento, manifiesto que no he presentado otra acción de tutela 
por los mismos hechos y derechos aquí invocados, ante ninguna autoridad judicial, y 
que, por tanto, no existe otra acción de tutela en curso o fallada que tenga identidad de 
partes, hechos y pretensiones con la presente solicitud de amparo. 
 

7. NOTIFICACIONES 
 

Recibiré notificaciones en mi correo electrónico 
beltranpitaluaandresfelipe@gmail.com  
 
De usted, atentamente.  
 
 
 
 
 
 
ANDRÉS BELTRÁN PITALÚA 
Cédula 1.067. 947.315 de Montería 

mailto:beltranpitaluaandresfelipe@gmail.com




























































































































































































































Montería, agosto 10 de 2026 
 
Señores 
UNIVERSIDAD DE CÓRDOBA 
SECRETARÍA GENERAL 
Montería 
 
ASUNTO: Derecho de petición  
 
ANDRÉS FELIPE BELTRÁN PITALÚA, identificado con la cédula 1.067.947.315, en 
ejercicio del derecho fundamental de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución 
Política y desarrollado por la Ley 1755 de 2015, respetuosamente solicito la siguiente 
información, relacionada con los procesos de elección del representante de los egresados ante 
el Consejo Superior Universitario de la Universidad de Córdoba: 
 

PETICIONES 
 
1. Sírvase informar y/o certificar cuál es el número total de personas que actualmente tienen 
la condición de egresados de la Universidad de Córdoba, discriminando entre egresados de 
programas de pregrado y de posgrado. 
 
2. Sírvase informar si la Universidad de Córdoba cuenta actualmente con una base de datos, 
registro, sistema de información o mecanismo institucional mediante el cual se encuentre 
identificado el universo de personas que han obtenido título académico en la Institución. 
 
En caso afirmativo, sírvase indicar: 
 
a) La dependencia responsable de su administración y actualización. 
b) Desde cuándo se encuentra implementado dicho sistema o registro. 
c) Qué mecanismos utiliza la Universidad para mantener actualizada la información de sus 
egresados. 
d) Si la Universidad puede determinar, con base en sus registros institucionales, la totalidad 
o el universo aproximado de personas que ostentan la condición de egresados. 
 
3. Sírvase certificar si la Universidad de Córdoba tiene plenamente identificados en sus bases 
de datos institucionales al cien por ciento (100 %) de los egresados de la Institución, 
discriminando entre egresados de pregrado y posgrado.  
 
En caso de que ello no sea así, sírvase indicar: 
 
a) El número estimado de egresados que actualmente se encuentran identificados, 
discriminando entre egresados de pregrado y posgrado.  
b) El porcentaje que representan frente al total histórico de egresados. 
c) El número o porcentaje estimado de egresados respecto de los cuales la Universidad no 
cuenta actualmente con información suficiente para su identificación o contacto. 
d) Las razones por las cuales no se cuenta con información completa respecto de todos los 
egresados de la Universidad de Córdoba. 



 
4. Sírvase informar qué base de datos, registro o fuente de información ha utilizado 
históricamente la Universidad de Córdoba para determinar quiénes tienen derecho a 
participar como electores en los procesos de elección del representante de los egresados ante 
el Consejo Superior Universitario. Entiéndase histórico, las últimas cinco (5) elecciones de 
representantes de egresados ante el Consejo Superior Universitario. 
 
5. Sírvase remitir copia íntegra de las normas, actos administrativos, reglamentos, 
resoluciones, instructivos, protocolos, actas de escrutinio, acuerdos de elección y demás 
documentos mediante los cuales se hayan reglamentado y llevado a cabo los procesos de 
elección del representante de los egresados ante el Consejo Superior Universitario durante 
los últimos cinco (5) procesos electorales realizados por la Universidad para esta 
representación. 
 
6. Sírvase remitir copia íntegra de los censos, listados de graduados, listados de electores o 
documentos equivalentes utilizados por la Universidad para establecer el universo de 
personas habilitadas para votar en los últimos cinco (5) procesos de elección del representante 
de los egresados ante el Consejo Superior Universitario. 
 
En caso de que tales documentos contengan información personal sometida a protección 
legal, solicito que se suministre la información en forma anonimizada, conservando los datos 
estadísticos y demás información necesaria para establecer el número total de personas 
habilitadas para votar. 
 
Así mismo, certificar la forma en la que se determinó el padrón y/o censo electoral de los 
egresados en cada uno de los últimos cinco (5) procesos de elección del representante de los 
egresados ante el Consejo Superior Universitario.  
 
7. Sírvase informar, para cada uno de los últimos cinco (5) procesos de elección del 
representante de los egresados ante el Consejo Superior Universitario: 
 
a) El número total de egresados de la Universidad de Córdoba al momento de la elección.  
b) El número total de egresados habilitados para votar. 
c) El mecanismo mediante el cual se determinó quiénes estaban habilitados para ejercer el 
derecho al voto. 
d) Certificar si fue necesario que los egresados realizaran alguna inscripción, actualización 
de datos, registro previo o actuación adicional para poder ejercer su derecho al voto. 
e) En caso afirmativo, indicar en qué consistió dicha actuación, cuál fue su fundamento 
normativo y cuántos egresados realizaron efectivamente dicho trámite. 
f) La modalidad mediante la cual se ejerció el voto (presencial, virtual o mixta). 
 
8. Sírvase remitir copia íntegra de las actas de escrutinio, informes de resultados, 
certificaciones y demás documentos que permitan establecer el número de electores 
habilitados y el número de votos efectivamente depositados en los últimos cinco (5) procesos 
de elección del representante de los egresados ante el Consejo Superior Universitario. 
 



9. Sírvase informar si, para alguno de los procesos electorales anteriores, la Universidad 
modificó o consideró modificar el mecanismo mediante el cual se determinaba el universo 
de egresados habilitados para votar, particularmente mediante la exigencia de inscripción, 
registro, actualización previa de datos o cualquier otro mecanismo previo de habilitación. 
 
En caso afirmativo, sírvase indicar cuándo ocurrió, cuál fue la medida adoptada, cuál fue su 
fundamento y remitir copia de los documentos correspondientes. 
 
10. Sírvase informar si actualmente existe alguna actuación administrativa, proyecto de 
reglamentación, propuesta, estudio, documento técnico, proyecto de resolución o instrucción 
relacionada con la próxima elección del representante de los egresados ante el Consejo 
Superior Universitario. 
 
En caso afirmativo, solicito copia íntegra de los documentos que actualmente tengan carácter 
público y que hayan sido producidos o recibidos por la Universidad en relación con dicho 
proceso. 
 
11. Sírvase informar si el Consejo Superior Universitario ha adoptado decisiones, autorizado, 
delegado o impartido instrucciones al Rector o a alguna dependencia de la Universidad 
relacionadas con la organización, reglamentación o realización del próximo proceso de 
elección del representante de los egresados. 
 
En caso afirmativo, solicito copia íntegra del acuerdo, acta, decisión, comunicación o 
documento mediante el cual se haya impartido dicha autorización, delegación o instrucción. 
 
12. Finalmente, solicito que se certifique cuál ha sido el mecanismo históricamente utilizado 
por la Universidad de Córdoba para garantizar que todos los egresados que ostenten dicha 
condición puedan ejercer su derecho a participar en la elección de su representante ante el 
Consejo Superior Universitario, sin que para ello se les haya exigido previamente una 
inscripción o actuación distinta de la acreditación de su condición de egresado. 
 
FUNDAMENTOS DE LA PETICIÓN  
 
La presente solicitud se presenta al amparo del artículo 23 de la Constitución Política, que 
garantiza a toda persona el derecho a formular peticiones respetuosas ante las autoridades y 
a obtener de ellas una respuesta pronta y de fondo. En este caso, el derecho de petición se 
ejerce con el propósito de acceder a información y documentación que se encuentra en poder 
de la Universidad de Córdoba y que se relaciona con el desarrollo de sus actuaciones 
institucionales. 
 
A su vez, el artículo 74 de la Constitución Política reconoce el derecho de todas las personas 
a acceder a los documentos públicos, salvo aquellos casos en los que la Constitución o la ley 
hayan establecido expresamente una restricción. Esta disposición constituye una garantía 
esencial para el conocimiento y control ciudadano de las actuaciones de las entidades 
públicas. 
 



En desarrollo de estos mandatos constitucionales, la Ley 1755 de 2015 establece que 
mediante el derecho de petición cualquier persona puede, entre otras actuaciones, solicitar 
información, consultar documentos y obtener copias de los mismos. En particular, el artículo 
14 de dicha ley contempla un término especial para resolver las peticiones mediante las 
cuales se solicitan documentos o información. 
 
Por su parte, la Ley 1712 de 2014 establece el régimen de transparencia y acceso a la 
información pública y parte de la regla según la cual la información que se encuentre en 
posesión, bajo control o custodia de los sujetos obligados es pública, salvo que exista una 
excepción establecida de manera expresa por la Constitución o la ley.  
 
De esta manera, las limitaciones al acceso a la información constituyen excepciones a la regla 
general de publicidad y, por tanto, deben encontrarse debidamente sustentadas. 
 
La información objeto de esta petición se encuentra relacionada con actuaciones, decisiones, 
reuniones y documentos producidos en desarrollo de las funciones del Consejo Superior 
Universitario de la Universidad de Córdoba. Por tratarse de información vinculada con el 
funcionamiento de una institución pública y con las actuaciones de uno de sus órganos de 
gobierno, su acceso resulta relevante para el ejercicio del control ciudadano y para el 
conocimiento de la manera en que se desarrollan las actuaciones institucionales. 
 
En consecuencia, la Universidad deberá suministrar la información y documentación 
solicitada, salvo que respecto de algún documento específico exista una reserva 
constitucional o legal que impida su acceso. En este último supuesto, la eventual restricción 
deberá ser debidamente individualizada y sustentada, de conformidad con las reglas 
constitucionales y legales que regulan el acceso a la información pública. 
En particular, no se considera suficiente una respuesta general en la que se manifieste que 
determinados documentos tienen carácter reservado.  
 
Si la Universidad considera que alguno de los documentos solicitados está sometido a 
reserva, deberá identificarlo plenamente, indicando, como mínimo, su denominación, fecha, 
naturaleza y demás elementos que permitan individualizarlo, así como señalar de manera 
concreta la disposición constitucional o legal que establece la reserva y explicar las razones 
por las cuales dicha disposición resulta aplicable al documento. 
 
De igual manera, deberá precisarse si la reserva alegada recae sobre la totalidad del 
documento o únicamente sobre determinados apartados, datos o contenidos del mismo. 
 
Cuando la reserva sea integral, la Universidad deberá explicar de manera expresa las razones 
jurídicas que impiden suministrar el documento en su totalidad, identificando la norma que 
establece la reserva y el supuesto específico en el que se encuentra comprendido. 
 
Cuando, por el contrario, la reserva recaiga únicamente sobre determinadas partes o 
apartados del documento, deberá garantizarse el acceso al contenido que no se encuentre 
sometido a restricción. Para tal efecto, solicito que se suministre copia del documento con 
las supresiones, tachaduras o anonimizaciones estrictamente necesarias respecto de la 
información reservada, indicando de manera general qué tipo de información ha sido 



suprimida y señalando, respecto de cada restricción, el fundamento constitucional o legal que 
la sustenta. 
 
Lo anterior responde al principio de máxima publicidad que rige el acceso a la información 
pública, en virtud del cual la existencia de información sometida a reserva dentro de un 
documento no implica, por sí sola, que deba negarse el acceso a la totalidad de este. Por ello, 
cuando resulte posible separar la información protegida de aquella que no lo está, deberá 
permitirse el acceso a la parte pública del documento. 
 
Asimismo, en aquellos casos en que la Universidad considere que determinada información 
no puede ser entregada por encontrarse sometida a reserva, deberá tenerse en cuenta que las 
excepciones al acceso a la información deben estar sustentadas en una disposición 
constitucional o legal expresa, sin que resulte suficiente invocar de manera genérica 
conceptos como confidencialidad, carácter interno del documento, protección institucional, 
autonomía universitaria o manejo administrativo de la información. 
 
Finalmente, la respuesta deberá atender de manera individual y concreta cada una de las 
solicitudes formuladas, indicando, cuando corresponda, el documento entregado, la 
dependencia en la cual reposa, su estado de elaboración, aprobación o firma, o la 
circunstancia que impida su entrega. En caso de que alguno de los documentos solicitados 
no exista, no repose en los archivos de la Universidad o no haya sido producido, deberá 
informarse expresamente dicha circunstancia. 
 
En virtud de lo anterior, las solicitudes formuladas encuentran fundamento en los artículos 
23, 74 y 209 de la Constitución Política, en las disposiciones pertinentes de la Ley 1755 de 
2015 y en los principios y reglas establecidos por la Ley 1712 de 2014, particularmente 
aquellos relacionados con la publicidad, máxima divulgación, facilitación y acceso efectivo 
a la información pública. 
 

NOTIFICACIONES PERSONALES 
 

Recibiré notificaciones personales en mi correo electrónico 
beltranpitaluaandresfelipe@gmail.com  
 
 
Atentamente.  
 
 
 
 
 
ANDRÉS BELTRÁN PITALÚA 
Cédula 1.067. 947.315 de Montería 
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Montería, 31 de agosto de 2026. 

 

Señor, 

ANDRÉS FELIPE BELTRÁN PITALÚA. 

Correo electrónico de notificaciones: beltranpitaluaandresfelipe@gmail.com 

 

REFERENCIA: Respuesta a derecho de petición radicado el día 11 de agosto de 

2026. 

 

Respetado señor Beltrán, 

 

En atención al derecho de petición radicado el día 11 de agosto de 2026, 

mediante el cual, usted solicita a la UNIVERSIDAD DE CÓRDOBA información 

concerniente a los últimos cinco (5) procesos de elección del Representante de 

los Egresados ante el Consejo Superior Universitario, a través del presente me 

permito emitir respuesta en los siguientes términos: 

 

I. CONCEPTO, CONTENIDO, ALCANCE Y LIMITES DEL DERECHO 

FUNDAMENTAL DE PETICIÓN. 

 

Antes de proceder con la respuesta de fondo de este derecho de petición, es 

menester, traer a colación el contenido y alcance del derecho fundamental de 

petición, el cual, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y 

desarrollado por la Ley 1755 de 2015, constituyéndose como una garantía de 

doble racero; por un lado, nuestro ordenamiento le garantiza a toda persona el 

derecho a formular peticiones o solicitudes respetuosas y asimismo, se les 

garantiza el derecho a obtener una respuesta oportuna y de fondo de cada una 

de las peticiones o solicitudes presentadas en el respectivo escrito dentro de los 

términos legalmente establecidos con independencia de que su sentido sea 

positivo o negativo. 

 

El contenido y alcance del derecho de petición, mencionado anteriormente, ha 

sido reiterado y es un criterio unificado por la Corte Constitucional manifestado en 

diferentes jurisprudencias, a título de ejemplo, se cita el pronunciamiento hecho 

por este alto tribunal a través de la sentencia T – 108 del año 2024:  

 

           “(…) La esencia del derecho de petición consiste en la posibilidad de 

presentar peticiones respetuosas a las autoridades, lo que genera en éstas 

la obligación de que aquéllas sean recibidas, seguida de la garantía de que 

tales peticiones serán objeto de pronta resolución. Frente a este aspecto es 

claro que el solicitante no tiene, en modo alguno, derecho a esperar que 

la autoridad resuelva su pedido de manera favorable, concediendo lo que 

él busca, al punto de poder afirmar que se vulnera el derecho de petición 

si quien lo resuelve no accede, sin objeción, a la totalidad de lo pedido. La 

garantía de este derecho consiste en que la autoridad deberá 

necesariamente estudiar la solicitud que ha recibido, pronunciarse de 

fondo sobre ella en un tiempo prudencial, y asegurarse de poner la 

respuesta en conocimiento del peticionario, de tal modo que éste no tenga 
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que esperar de manera indefinida, y pueda tener certeza de que la 

respuesta que reciba resolverá de fondo sobre el tema planteado.” 

 

Una vez abordado el concepto, contenido y alcance de este derecho de 

carácter IUS FUNDAMENTAL, es necesario proceder con la respuesta de fondo en 

cuanto a las peticiones o solicitudes presentadas por el peticionario a través de 

su escrito de petición.  

 

Es decir que, Este derecho no se limita a la posibilidad formal de presentar una 

solicitud. Su núcleo esencial comprende también el derecho a obtener una 

respuesta oportuna, de fondo, clara, precisa, congruente y debidamente 

comunicada al peticionario. Así lo ha desarrollado de manera reiterada la Corte 

Constitucional. Sin embargo, el derecho de petición no es absoluto. Su ejercicio 

está sometido a determinados límites derivados de la propia Constitución, de la 

ley y de la necesidad de armonizarlo con otros derechos fundamentales, 

principios constitucionales y procedimientos jurídicos especiales. 

 

La existencia de estos límites no significa que las autoridades puedan imponer 

obstáculos arbitrarios al ciudadano. Por el contrario, cualquier restricción debe 

interpretarse de manera estricta y respetar el principio de efectividad de los 

derechos fundamentales. Por ejemplo, el derecho de petición garantiza una 

respuesta, pero no garantiza una respuesta favorable. La obligación 

constitucional de la autoridad consiste en estudiar la solicitud y responderla de 

fondo, pero ello no significa que deba acceder a las pretensiones del ciudadano. 

La Corte ha reiterado que la respuesta a una petición no implica necesariamente 

la aceptación de lo solicitado. Lo constitucionalmente exigible es que exista una 

respuesta efectiva, de fondo, congruente y debidamente comunicada. 

 

La Corte Constitucional realizó el control previo de constitucionalidad de esta 

regulación mediante la Sentencia C-951 de 2014, providencia fundamental para 

comprender el alcance, contenido y límites del derecho de petición.  De acuerdo 

con la jurisprudencia constitucional, el núcleo esencial del derecho está 

integrado, fundamentalmente, por cuatro elementos: i) La posibilidad de formular 

una petición; ii) La pronta resolución; iii) Una respuesta de fondo y iv) la 

notificación efectiva de la respuesta al peticionario. La ausencia de cualquiera 

de estos elementos puede generar una vulneración del derecho fundamental. 

 

Por otro lado, el derecho de petición tampoco confiere al ciudadano un acceso 

ilimitado a toda la información que repose en poder del Estado. El derecho de 

petición se relaciona estrechamente con el derecho fundamental de acceso a 

la información pública, pero este último también está sujeto a las reservas 

constitucionales y legales. En consecuencia, una autoridad puede negar 

legítimamente el acceso a determinada información cuando exista una reserva 

establecida expresamente por la Constitución o la ley. Lo anterior no significa que 

la autoridad pueda invocar genéricamente la palabra “reserva” para negar 

información. La restricción debe estar jurídicamente fundamentada y debe existir 

una norma que permita limitar el acceso. 
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La Sentencia C-951 de 2014 reconoce expresamente la relación entre el derecho 

de petición, el acceso a la información y el derecho a la intimidad, así como la 

posibilidad de que determinadas informaciones estén sometidas a reserva. 

 

El numeral 3° del artículo 24 de la ley 1437 de 2011, sustituido por el artículo 1 de la 

Ley 1755 de 2015, señala: 

“Artículo 24. Informaciones y documentos reservados. Solo tendrán 

carácter reservado las informaciones y documentos expresamente 

sometidos a reserva por la Constitución Política o la ley, y en especial: 

(…) 

3. Los que involucren derechos a la privacidad e intimidad de las 

personas, incluidas en las hojas de vida, la historia laboral y los 

expedientes pensionales y demás registros de personal que obren en los 

archivos de las instituciones públicas o privadas, así como la historia 

clínica. 

(…) 

PARÁGRAFO. Para efecto de la solicitud de información de carácter 

reservado, enunciada en los numerales 3, 5, 6 y 7 solo podrá ser solicitada 

por el titular de la información, por sus apoderados o por personas 

autorizadas con facultad expresa para acceder a esa información. 

De igual forma, la Ley 1581 de 2012 por la cual se dictan disposiciones generales 

para la protección de datos personales, en su artículo 9° consagra: 

“Artículo 9o. AUTORIZACIÓN DEL TITULAR. Sin perjuicio de las excepciones 

previstas en la ley, en el Tratamiento se requiere la autorización previa e 

informada, del Titular, la cual deberá ser obtenida por cualquier medio 

que pueda ser objeto de consulta posterior”. 

La Ley 1266 de 2008 “por la cual se dictan las disposiciones generales del hábeas 

data y se regula el manejo de la información contenida en bases de datos 

personales, en especial la financiera, crediticia, comercial, de servicios y la 

proveniente de terceros países y se dictan otras disposiciones”, en su artículo 3° 

dispone: 

“ARTÍCULO 3°. DEFINICIONES. Para los efectos de la presente ley, se 

entiende por: 

(…) 

h) Dato privado. Es el dato que por su naturaleza íntima o reservada sólo 

es relevante para el titular”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1755_2015.html#1
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El Decreto 1081 de 2015 “por medio del cual se expide el Decreto Reglamentario 

Único del Sector Presidencia de la República”, en su artículo 2.1.1.4.1.2 establece: 

“ARTÍCULO 2.1.1.4.1.2. Acceso a datos personales en posesión de los 

sujetos obligados. Los sujetos obligados no podrán permitir el acceso a 

datos personales sin autorización del titular de la información, salvo que 

concurra alguna de las excepciones consagradas en los artículos 6 y 10 

de la Ley 1581 de 2012. 

PARÁGRAFO  2. Salvo que medie autorización del titular, a los datos 

semiprivados, privados y sensibles contenidos en documentos públicos 

solo podrá accederse por decisión de autoridad jurisdiccional o de 

autoridad pública o administrativa competente en ejercicio de sus 

funciones”. 

II. PRONUNCIAMIENTOS FÁCTICOS Y JURIDICOS FRENTE A LAS PETICIONES. 

FRENTE A LA PETICIÓN PRIMERA: En atención a la solicitud mediante la cual se 

requiere informar y/o certificar el número total de personas que actualmente 

ostentan la condición de egresados de la Universidad de Córdoba, discriminando 

entre egresados de programas de pregrado y de posgrado, esta dependencia, 

se permite manifestar lo siguiente: 

Con el propósito de atender la solicitud de información de manera integral, se 

realizó una revisión extensa de los documentos, registros y datos que reposan en 

la Secretaría General de la Universidad de Córdoba y en la Oficina de admisiones, 

registro y control académico, relacionados con las personas que han culminado 

satisfactoriamente sus respectivos programas académicos y que, de conformidad 

con la información institucional disponible, ostentan la calidad de egresados de 

esta Institución. 

 

Como resultado de dicha revisión, y con fundamento en la información que 

actualmente reposa en los archivos, bases de datos y demás registros 

documentales que reposan en las mencionadas dependencias, se encontró que, 

para corte de junio de 2026, APROXIMADAMENTE CINCUENTA Y SEIS MIL 

SEISCIENTOS CATORCE (56.614) PERSONAS OSTENTAN LA CALIDAD DE EGRESADOS 

DE LA UNIVERSIDAD DE CÓRDOBA. De este total, la información revisada permite 

establecer, de manera discriminada, que aproximadamente: 

- CINCUENTA Y UN MIL SESENTA Y SEIS (51066) PERSONAS CORRESPONDEN A 

EGRESADOS DE PROGRAMAS ACADÉMICOS DE PREGRADO. 

- CINCO MIL QUINIENTOS CUARENTA Y OCHO (5548) PERSONAS CORRESPONDEN A 

EGRESADOS DE PROGRAMAS ACADÉMICOS DE POSGRADO. 

Ahora bien, es pertinente precisar que las cifras anteriormente señaladas 

corresponden a una aproximación derivada de la información disponible y 

revisada en los registros de la Secretaría General y en la Oficina de Atención al 

Egresado, por lo cual deben entenderse en el contexto y con el alcance propio 
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de los documentos y bases de datos que reposan actualmente en estas 

dependencias. 

 

En ese sentido, la información suministrada no debe entenderse como una 

certificación de carácter absoluto o definitivo respecto de la totalidad histórica 

de egresados de la Universidad de Córdoba, en tanto la consolidación de una 

cifra exacta y actualizada podría requerir la consulta, validación y cruce de 

información contenida en otras dependencias, sistemas de información y registros 

académicos institucionales. Además, resulta oportuno precisar que, la Universidad 

de Córdoba cuenta con más de 62 años por lo que, estos datos corresponden a 

información histórica, lo cual, dificulta tener una cifra exacta, motivo que lleva a 

emitir un número estimado o aproximado.  

 

No obstante, resulta necesario precisar que, la información fue 

suministrada exclusivamente de manera estadística, agregada y anonimizada, sin 

incluir datos que permitan identificar individualmente a las personas que integran 

las cifras reportadas, limitándose a la información estadística estrictamente 

necesaria para atender la solicitud. Por tanto, no se suministrarán nombres, 

números de identificación, datos de contacto, información académica 

individualizada ni cualquier otro dato que permita identificar directa o 

indirectamente a las personas comprendidas dentro de las cifras reportadas, esto 

en virtud de los mandatos constitucionales y legales de protección de datos 

personales y derecho a la intimidad, expuestos en el acápite primero de este 

escrito.  

 

FRENTE A LA PETICIÓN SEGUNDA: Efectivamente, la UNIVERSIDAD DE CÓRDOBA, SI 

cuenta, actualmente, con un registro de información, en donde, se puede 

encontrar aproximadamente el universo de personas que han obtenido título 

académico en la Institución. En ese orden de ideas, nos permitimos dar respuesta 

a cada uno de los literales propuestos en esta petición:  

 

- Frente al literal “a”: Las dependencias responsables de la administración y 

actualización de este registro de información es la Secretaría General de la 

Universidad de Córdoba y  la Oficina admisiones, registro y control 

académico 

 

- Frente al literal “b”: La secretaria general cuenta con la información 

correspondiente al registro de graduados desde el año 1995 a la fecha de 

presentación de este escrito de respuesta. Mientras que la información 

correspondientes a los años anteriores reposa en los archivos físicos de la 

Oficina de admisiones, registro y control académico. Ante dicha situación, 

se optó en esta vigencia, por ejecutar un proceso de compilación de 

información entre las dos dependencias, con la finalidad de integrarlos en 

un solo registro de información. 

 

- Frente al literal “c”: El mecanismo utilizado por la Universidad, actualmente, 
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para mantener actualizada la información de sus egresados es que a través 

de la Secretaria General se va retroalimentado ese registro de información 

con los datos suministrados de los registros de grados y los respectivos 

soportes (diplomas y actas de grado) que acreditan la calidad de egresado 

y así, se mantiene constantemente un registro “actualizado” que arroje unos 

datos aproximados del número total de egresados.  

 

- Frente al literal “d”: Si,  la Universidad puede determinar, con base en sus 

registros institucionales, el número aproximado de personas que ostentan la 

condición de egresados de este plantel educativo superior. 

 

FRENTE A LA PETICIÓN TERCERA: La Universidad de Córdoba, en sus bases de datos, 

tiene identificado a un número aproximado de los egresados de la Institución, 

discriminando, asimismo a un número aproximado, entre egresados de pregrado 

y posgrado. En ese orden de ideas, nos permitimos dar respuesta a cada uno de 

los literales propuestos en esta petición:  

 

- Frente al literal “a”: El número estimado o aproximado de egresados que 

actualmente se encuentran identificados corresponde APROXIMADAMENTE 

CINCUENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS CATORCE (56.614) personas, 

discriminando entre; CINCUENTA Y UN MIL SESENTA Y SEIS (51.066) PERSONAS 

CORRESPONDEN A EGRESADOS DE PROGRAMAS ACADÉMICOS DE 

PREGRADO. Y, CINCO MIL QUINIENTOS CUARENTA Y OCHO (5548) PERSONAS 

CORRESPONDEN A EGRESADOS DE PROGRAMAS ACADÉMICOS DE 

POSGRADO. 

 

- Frente a los literales “b” y “c”: Como quiera que se trata de información 

aproximada o estimada, por su naturaleza, se hace imposible saber a 

ciencia cierta un porcentaje exacto solicitados en estos literales.  

 

- Frente al literal “d”: Las razones por las cuales no se cuenta con información 

completa respecto de todos los egresados de la Universidad de Córdoba, 

se basan principalmente en que esta corresponde a información histórica 

que comprende más de 50 años, y la información referida a vigencias más 

antiguas era registrada de manera física y a mano, sin la utilización de 

mecanismos electrónicos,  y si bien, se cuenta con esos registros, por su 

misma naturaleza y por los efectos del paso del tiempo, sufren un proceso 

de desgaste documental. Sin embargo, sobre esa información se desarrolló 

un proceso de digitalización sobre los datos que así lo permitiesen, para 

evitar pérdidas sobre esta información. Razón por la cual, se manifiesta 

siempre que son datos aproximados, debido al margen pequeño de error 

que pueden presentar. Para subsanar los posibles errores, los interesados 

pueden aportar documentos que sirvan para actualizar, comparar, verificar 

y corregir con respecto a nuestro registro de información.  
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FRENTE A LA PETICIÓN CUARTA: En atención a la solicitud de información 

relacionada con “la base de datos, registro o fuente de información que ha 

utilizado la Universidad de Córdoba, en las últimas cinco (5) elecciones de 

representantes de egresados ante el Consejo Superior Universitario,  para 

determinar quiénes tienen derecho a participar como electores en estos procesos 

de elección”. Y, con el propósito de atender la solicitud, se realizó una revisión 

extensa sobre los últimos cinco (5) procesos de elección en cuestión, es menester, 

hacer claridad de que, solo en los tres (3) últimos procesos de elección, el 

respectivo representante fue elegido por votación de este estamento 

universitario, teniendo en cuenta que, anteriormente, la elección era realizada 

por votación interna de los miembros del Consejo Superior Universitario, con 

fundamento en lo dispuesto en Acuerdo Nro. 014 de 2002, que fue derogado 

mediante Acuerdo Nro. 115 del 14 de noviembre de 2013. En ese orden de ideas, 

respecto a estas 3 últimas elecciones, el registro de información de egresados que 

se ha utilizado para determinar quién puede participar como elector, 

corresponde al que reposa en la Oficina de Secretaria General y al de la Oficina 

de Admisiones, Registro y Control académico.   

FRENTE A LA PETICIÓN QUINTA: En cuanto a la solicitud de “remitir copia íntegra de 

las normas, actos administrativos, reglamentos, resoluciones, instructivos, 

protocolos, actas de escrutinio, acuerdos de elección y demás documentos 

mediante los cuales se hayan reglamentado y llevado a cabo los procesos de 

elección del representante de los egresados ante el Consejo Superior Universitario 

durante los últimos cinco (5) procesos electorales realizados por la Universidad 

para esta representación”. Se manifiesta lo siguiente: Esta dependencia remitirá, 

previa cancelación de los costos de producción -señalados en la Resolución Nro. 

0785 de 2026-, los documentos que reposan en el archivo de gestión de la 

secretaria general de esta institución (contentivos a 71 folios), concernientes a los 

últimos 5 procesos de elección, haciendo claridad que, los últimos 3 corresponden 

a elecciones del mismo estamento y las otras dos a elecciones internas entre los 

miembros del CSU.  

 

Conforme a la mencionada resolución y a los argumentos facticos narrados 

anteriormente, se anexa la respectiva tabla de valores aportada en la citada 

relación, para que, el señor peticionario decida si quiere que se le aporte la 

señalada información en físico o digitalizada, así como, la respectiva cuenta 

(Banco de Occidente, Cuenta Corriente 890-912918) a donde transferir o 

consignar el monto correspondiente, por lo que se anexará la certificación 

bancaria en cuestión.  
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En ese orden de ideas, al ser 71 folios en cuestión, si el interesado los desea en 

físico en tamaño carta, bien sea a una cara o a doble cara, tendría un valor de 

TREINTA Y CINCO MIL QUINIENTOS PESOS M/CTE ($31.500). Y, si los desea, por 

ejemplo, en formato digitalizado, tendría un valor de SETENTA Y UN MIL PESOS 

M/CTE ($71.000).  

 

FRENTE A LA PETICIÓN SEXTA: En lo referente a la solicitud de “remitir copia íntegra 

de los censos, listados de graduados, listados de electores o documentos 

equivalentes utilizados por la Universidad para establecer el universo de personas 

habilitadas para votar en los últimos cinco (5) procesos de elección del 

representante de los egresados ante el Consejo Superior Universitario. En caso de 

que tales documentos contengan información personal sometida a protección 

legal, solicito que se suministre la información en forma anonimizada, 

conservando los datos estadísticos y demás información necesaria para 

establecer el número total de personas habilitadas para votar. 

 

Así mismo, certificar la forma en la que se determinó el padrón y/o censo electoral 

de los egresados en cada uno de los últimos cinco (5) procesos de elección del 

representante de los egresados ante el Consejo Superior Universitario.” 

 

En primera medida, tal como mencionó el peticionario, y en concordancia con 

los fundamentos jurídicos presentados en el acápite anterior, esta petición se 

responderá única y exclusivamente, a través de datos estadísticos, con la 

finalidad de proteger los datos que gozan de reserva y protección constitucional 

y legal, en virtud de la protección del derecho fundamental de la intimidad y 

protección de los datos personales de todas los miembros de la Institución 

Educativa que pueden ser afectados por la exposición injustificada de sus datos 

personales a través de este escrito de respuesta. Y, en virtud de los argumentos 

anteriormente expuestos, solo los últimos 3 procesos corresponden a elección 

popular -por fuera del CSU-, los documentos utilizados por UNICOR, para 

determinar el universo aproximado habilitado para votar en los señalados 

procesos, corresponde a todo el registro que reposa en la Secretaría General de 

la Universidad de Córdoba y en la Oficina de Admisiones, registro y control 

académico, relacionados con las personas que han culminado 
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satisfactoriamente sus respectivos programas académicos y que, de conformidad 

con la información institucional disponible, ostentan la calidad de egresados de 

esta Institución. Cabe resaltar nuevamente que, la información que a 

continuación se presentará, será de los últimos 3 periodos y no de los 5, en el 

entendido de que antes, la elección se hacía por medio de votación directa por 

parte del CSU y no del conglomerado en general. Además, se suministrará las 

cifras, correspondiente al último censo o corte realizado en 2026:  

 

A CORTE DE JUNIO DE 2026. 

POSTGRADO 5548 

PREGRADO 51066 

Total general 56614 

  

 
 
A CORTE DE 2013.   

POSTGRADO 2491 

PREGRADO 23258 

Total general 25749 

  

  
A CORTE DE 2016.    

POSTGRADO 3027 

PREGRADO 28960 

Total general 31987 

  

  

  

A CORTE DE 2021.  

  

POSTGRADO 4323 

PREGRADO 38768 

Total general 43091 

  

FRENTE AL HECHO SÉPTIMO: En cuanto a esta solicitud de “informar una serie de 

datos para cada uno de los últimos cinco (5) procesos de elección del 

representante de los egresados ante el Consejo Superior Universitario”, esta 

dependencia se manifiesta de la siguiente manera:  

 

- Frente al literal “a”: El número aproximado del total de egresados de la 

Universidad de Córdoba al momento de las elecciones de los últimos 3 

periodos, serían los mismos datos aportados en las tablas de valores 

presentados en el pronunciamiento sobre la petición sexta.  

 

- Frente al literal “b”:  El número total de egresados aproximado habilitados 

para votar corresponde a los datos suministrados en las tablas de valores 
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aportadas en el pronunciamiento sobre la petición sexta.  

 

- Frente al literal “c”: El mecanismo mediante el cual se determinó quiénes 

estaban habilitados para ejercer el derecho al voto fue el de realizar una 

verificación de todos los documentos, registros y datos que reposan en la 

Secretaría General de la Universidad de Córdoba y en la Oficina de 

Admisiones, registro y control académico, relacionados con las personas 

que han culminado satisfactoriamente sus respectivos programas 

académicos y que, de conformidad con la información institucional 

disponible, ostentan la calidad de egresados de esta Institución, para así 

formar un consolidado de un número aproximado total, y, dicho 

consolidado se va actualizando o alimentado con los respectivos datos de 

las nuevas personas que adquieren dicha calidad.  

 

- Frente al literal “d”: No ha sido necesario que los egresados realizaran 

alguna inscripción, actualización de datos, registro previo o actuación 

adicional para poder ejercer su derecho al voto, debido a que, estos datos 

reposan en las dependencias anteriormente señaladas y se tiene un 

consolidado sobre las personas que ostentan dicha calidad, debido a que, 

la Secretaria General de la Universidad de Córdoba va retroalimentado ese 

registro de información con los datos suministrados de los registros de grados 

y los respectivos soportes (diplomas y actas de grado) que acreditan la 

calidad de egresado y así, se mantiene constantemente un registro 

“actualizado” que arroje unos datos aproximados del número total de 

egresados. 

 

- Frente al literal “e”: A pesar de que, el anterior literal fue respondido en 

sentido negativo, es importante señalar que, en los casos de que hubiese 

inconsistencias o que, el estudiante por algún motivo NO apareciere 

registrado con tal calidad, él podía adjuntar la respectiva documentación 

que acreditara su situación y se le permitía votar y se realizaba la respectiva 

corrección o aclaración en el sistema de registro.  

 

- Frente al literal “f”: La modalidad mediante la cual, se ejerció el voto de 

todas las elecciones anteriormente señaladas, fue totalmente presencial.  

 

FRENTE A LA PETICIÓN OCTAVA: En cuanto a la petición de “remitir copia íntegra 

de las actas de escrutinio, informes de resultados, certificaciones y demás 

documentos que permitan establecer el número de electores habilitados y el 

número de votos efectivamente depositados en los últimos cinco (5) procesos de 

elección del representante de los egresados ante el Consejo Superior 

Universitario”. Nos permitimos manifestar que, posterior a la cancelación de los 

costos de producción antes mencionado (ya este valor fue liquidado dentro del 

PRONUNCIAMIENTO DE LA PETICIÓN QUINTA), se aportará la siguiente información: 

Actas de escrutinios, encontrados en el archivo de gestión de la secretaria 
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general, concerniente a los últimos procesos de elección (recordando que antes 

se hacia el respectivo proceso, directamente por el CSU); en las cuales se puede 

determinar el número total aproximado de votantes.   

 

FRENTE A LA PETICIÓN NOVENA: En cuanto a la petición de “informar si, para 

alguno de los procesos electorales anteriores, la Universidad modificó o consideró 

modificar el mecanismo mediante el cual se determinaba el universo de 

egresados habilitados para votar, particularmente mediante la exigencia de 

inscripción, registro, actualización previa de datos o cualquier otro mecanismo 

previo de habilitación. En caso afirmativo, sírvase indicar cuándo ocurrió, cuál fue 

la medida adoptada, cuál fue su fundamento y remitir copia de los documentos 

correspondientes”.  

 

Frente a esta pregunta, esta dependencia se permite responder que NO, la 

Universidad dentro de los periodos señalados, NO ha modificado o considerado 

modificar el mecanismo mediante el cual se determina el universo de egresados 

habilitados para votar. Haciendo la respectiva aclaración de que, se presentaban 

algunos casos de egresados que no aparecían en las respectivas listas de 

habilitados para ejercer su derecho al voto, entonces, para garantizar el efectivo 

derecho del voto con plena igualdad, el interesado, podía demostrar su calidad, 

a través de una certificación expedida por el Jefe de Oficina de admisiones, 

control y registro de la Universidad de Córdoba.  

 

FRENTE A LA PETICIÓN DÉCIMA: Frente a la petición de “informar si actualmente 

existe alguna actuación administrativa, proyecto de reglamentación, propuesta, 

estudio, documento técnico, proyecto de resolución o instrucción relacionada 

con la próxima elección del representante de los egresados ante el Consejo 

Superior Universitario. En caso afirmativo, solicito copia íntegra de los documentos 

que actualmente tengan carácter público y que hayan sido producidos o 

recibidos por la Universidad en relación con dicho proceso”. 

 

En esta petición hay que manifestar lo siguiente, hasta la fecha en que se hace la 

respuesta de esta petición, únicamente existe una delegación realizada por el 

Consejo Superior Universitario al rector para que este expedida la convocatoria, 

establezca el cronograma, reglamente y lleve a cabo todas las actuaciones 

administrativas necesarias dentro del proceso correspondiente a la próxima 

elección del representante de los egresados ante el CSU. La respectiva 

documentación (Acuerdo 064 de 2026, contentivo a 5 folios) será aportada 

conforme al pago de costos de reproducción señalados en la Resolución Nro. 

0785 de 2026, de la siguiente manera:  
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En ese orden de ideas, al ser 5 folios en cuestión, si el interesado los desea en físico 

en tamaño carta, bien sea a una cara o a doble cara, tendría un valor de DOS 

MIL QUINIENTOS PESOS M/CTE ($2.500). Y, si los desea, por ejemplo, en formato 

digitalizado, tendría un valor de CINCO MIL PESOS M/CTE ($5.000). Los cuales, 

deben ser consignados y transferidos en los términos anteriormente citados.  

 

FRENTE A LA PETICIÓN DÉCIMA PRIMERA: Esta petición corresponde a “informar si 

el Consejo Superior Universitario ha adoptado decisiones, autorizado, delegado o 

impartido instrucciones al Rector o a alguna dependencia de la Universidad 

relacionadas con la organización, reglamentación o realización del próximo 

proceso de elección del representante de los egresados. En caso afirmativo, 

solicito copia íntegra del acuerdo, acta, decisión, comunicación o documento 

mediante el cual se haya impartido dicha autorización, delegación o instrucción”. 

En atención a lo manifestado en el anterior pronunciamiento “FRENTE A LA 

POSICIÓN DÉCIMA”, se le debe recalcar al señor peticionario que, el Consejo 

Superior Universitario SI delegó al señor Rector de la Universidad de Córdoba para 

que expedida la convocatoria, establezca el cronograma, reglamente y lleve a 

cabo todas las actuaciones administrativas necesarias dentro del proceso 

correspondiente a la próxima elección del representante de los egresados ante 

el CSU. La respectiva documentación (Acuerdo 064 de 2026, contentivo a 5 folios), 

el valor ya fue liquidado anteriormente.  

 

FRENTE A LA PETICIÓN DÉCIMA SEGUNDA: la última petición, se centra en solicitar 

que “Se certifique cuál ha sido el mecanismo históricamente utilizado por la 

Universidad de Córdoba para garantizar que todos los egresados que ostenten 

dicha condición puedan ejercer su derecho a participar en la elección de su 

representante ante el Consejo Superior Universitario, sin que para ello se les haya 

exigido previamente una inscripción o actuación distinta de la acreditación de su 

condición de egresado”. 

 

En ese sentido, es menester resaltar que, aparte de estas condiciones 

mencionadas y el correcto registro del egresado en el registro de información de 

los egresados, únicamente, para garantizar la participación democrática de 

todas las personas que ostentan esa calidad, se ha publicado históricamente, de 
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manera previa a la elección, un listado de egresados habilitados para votar y, 

además, el interesado que no aparecía en este listado, podría demostrar a través 

de documentos idóneos su calidad de egresado, así garantizando el derecho a 

votar con plena igualdad.  

 

 

III. ANEXOS 

 

- Resolución Nro. 0785 de 2026. Mediante la cual se establecen unos costos 

de producción de documentos.  

 

- Certificación bancaria expedida por el banco de occidente.  

 

 

IV. NOTIFICACIONES 

Recibiré notificaciones en la carrera 6 No. 77- 305, Segundo Piso Edificio 

Administrativo de la universidad de Córdoba, en Montería. 

Correo electrónico: juridica@correo.unicordoba.edu.co 

 

En estos términos se entiende atendida de fondo su solicitud. 

 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

 
MÓNICA PATRICIA GONZÁLEZ OSORIO. 

Jefe Oficina de Asuntos Jurídicos. 

 
Proyectó: Santiago Granada Salgado – Abogado O.A.J. 

 

mailto:juridica@correo.unicordoba.edu.co


 

CERTIFICADO

Mediante la presente CERTIFICAMOS que la empresa UNIVERSIDAD DE CORDOBA -
UNIVER DE CORD RECAUDOS VARIOS UNICORD identificada con el número de
documento 8910800313 es cliente del BANCO DE OCCIDENTE desde el día 22 de agosto de
2018 con la Cuenta Corriente 890-912918 la cual se encuentra Activa y vigente

Por lo anterior podemos afirmar que la mejor carta de presentación de la empresa
UNIVERSIDAD DE CORDOBA es ser un "cliente activo de Banco de Occidente".

Expedimos esta certificación hoy 31 de agosto de 2026.

                 

 

                                

 





































ANDRÉS FELIPE BELTRÁN PITALÚA <beltranpitaluaandresfelipe@gmail.com>

Contestación- derecho de petición radicado el día 11 de agosto de 2026.
1 message

Oficina de Asuntos Jurídicos Universidad de Cordoba <juridica@correo.unicordoba.edu.co> Tue, Sep 1, 2026 at 10:09 AM
To: beltranpitaluaandresfelipe@gmail.com

Señor,
ANDRÉS FELIPE BELTRÁN PITALÚA.
E.S.M.

Conforme al asunto y para lo de su pertinencia, se adjunta memorial de contestación y anexos.

Cordialmente

Oficina de Asuntos Jurídicos
Universidad de Córdoba
Proyectó: María Carmona-  Secretaria OAJ
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SIGCMA 

 

Montería, siete (7) de septiembre del dos mil veintiséis (2026)   

  

Acción  TUTELA  

Radicación  23-001-33-33-011-2025-00368-00  

Accionante  Andrés Felipe Beltrán Pitalúa 

Accionados  Universidad de Córdoba  

Asunto  Auto Admite y Niega medida  

  

Se procede a resolver sobre la admisión de la acción de tutela presentada por el señor Andrés 

Felipe Beltrán Pitalúa actuando a nombre propio, en contra de la Universidad de Córdoba, por la 

presunta vulneración a sus derechos fundamentales a la participación democrática y política, a 

elegir y ser elegido, a la igualdad y al debido proceso. 

  

CONSIDERACIONES 

  

La presente tutela fue radicada a través del aplicativo “Tutela en Línea” de la página web de la Rama 

Judicial y una vez efectuado el reparto le fue asignado el conocimiento a través de la Oficina de 

Reparto de Montería, siendo asignado a este Despacho a través del sistema TYBA el día siete (7) 

de septiembre de 2026.  

  

1. Sobre la admisión     

Revisado el expediente considera el Despacho, que la presente tutela se ajusta a los requisitos del 

artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, por lo que se admitirá, en armonía con lo dispuesto en el 

artículo 37 ibidem, con el Decreto 1069 de 2015 y con el Decreto 333 de 2021.   

 

2. Solicitud de medida provisional  

 

De otra parte, en cuanto a la solicitud de medida provisional solicita el actor que “suspenda 

provisionalmente los efectos de la Resolución No. 1801 del 3 de septiembre de 2026, mediante la 

cual la Universidad de Córdoba convocó a los egresados a participar en la elección del 

representante de los egresados ante el Consejo Superior Universitario para el período 2026-2030, 

así como la ejecución de las etapas y actuaciones que se deriven de dicho acto administrativo.” La 

anterior solicitud se apoya en los siguientes argumentos: 

 

2.1. Apariencia de buen derecho (fumus boni iuris) 

El demandante sostiene que existe una posibilidad seria de vulneración de los derechos 

fundamentales a la participación democrática, a elegir y ser elegido, a la igualdad y al debido 

proceso electoral. Señala que los argumentos desarrollados en la tutela muestran que la 

convocatoria habría sido diseñada con condiciones insuficientes de publicidad y participación, lo 

que impediría el acceso efectivo de muchos egresados al proceso electoral.  

mailto:j11admmtr@cendoj.ramajudicial.gov.co


2 
Auto Admite Tutela y Niega Medida  

Radicado N° 23-001-33-33-011-2025-00368-00 

 

 

2.2. Peligro en la demora (periculum in mora) 

Afirma que el riesgo es inminente debido a la rapidez del cronograma electoral. Destaca que las 

inscripciones iniciaron el 7 de septiembre y la elección está prevista para el 24 de septiembre de 

2026, por lo que, si el proceso continúa mientras se decide la tutela, una eventual sentencia 

favorable podría resultar inútil porque las etapas esenciales ya habrían concluido. Argumenta que 

la falta de publicidad no solo afecta la inscripción de candidatos, sino también la posibilidad de que 

los egresados conozcan el precenso electoral, verifiquen su inclusión y ejerzan oportunamente los 

mecanismos de reclamación. Por ello, considera que la afectación podría consolidarse antes de que 

exista una decisión judicial de fondo. 

 

2.3. Proporcionalidad de la medida 

El accionante sostiene que la suspensión es una medida temporal y preventiva que no implica 

decidir anticipadamente el asunto ni sustituir las competencias de la Universidad. Su finalidad sería 

únicamente conservar la situación jurídica mientras el juez estudia el fondo del caso. Añade que la 

medida no afecta desproporcionadamente la autonomía universitaria porque incluso la propia 

reglamentación electoral prevé la posibilidad de suspender procesos electorales cuando existan 

circunstancias que lo justifiquen. Por ello, considera que la suspensión protege los derechos 

fundamentales sin prejuzgar sobre la legalidad definitiva del proceso. 

 

2.4. Necesidad de suspender el cronograma electoral 

Finalmente, sostiene que la suspensión debe cobijar no solamente la Resolución 1801 sino también 

todas las actuaciones derivadas de ella: inscripciones, verificación de requisitos, publicación de 

candidatos, publicación del precenso, conformación del censo definitivo y jornada de votación.  

Según el actor, esta medida es necesaria para evitar que el transcurso del tiempo haga ilusoria la 

protección constitucional solicitada y para permitir que, si la tutela prospera, el juez pueda ordenar 

medidas eficaces como la ampliación del cronograma, mayores mecanismos de divulgación y otras 

acciones orientadas a garantizar un proceso electoral democrático, transparente, igualitario y con 

participación efectiva de los egresados. 

 

3. Análisis de procedencia  

 

De acuerdo con lo anterior, es del caso advertir que el artículo 7º del Decreto 2591 de 1991, en 

cuanto a las medidas provisionales reza lo siguiente:  

  

“Artículo 7o. Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de la solicitud, 

cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá 

la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere.  

  

Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la 

ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá 

ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un 

eventual fallo a favor del solicitante.  

  

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la 

solicitud por el medio más expedito posible.  

  

El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o 

seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como 

consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso. (…)”.  

    



3 
Auto Admite Tutela y Niega Medida  

Radicado N° 23-001-33-33-011-2025-00368-00 

 

 

  

La anterior norma faculta al juez de tutela para decretar medidas provisionales para la protección 

de los derechos del accionante cuando lo considere necesario y urgente, y además adoptar medidas 

de conservación tendientes a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como 

consecuencia de los hechos realizados.  

 

Ahora bien, Informa el accionante que la presente medida provisional resulta necesaria y urgente 

para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, toda vez que la continuidad del proceso 

electoral bajo las actuales condiciones consolidaría una afectación irreversible a sus derechos 

fundamentales. 

 

 Al respecto el artículo 7 del decreto 2591 de 1991, señala que, desde la presentación de la solicitud, 

cuando el Juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, 

suspenderá la aplicación del acto concreto que amenace o vulnere el derecho fundamental 

invocado. 

 

 En este sentido, la honorable Corte Constitucional ha señalado que las medidas provisionales 

pueden ser adoptadas en los siguientes casos: “(i) cuando resultan necesarias para evitar que la 

amenaza contra el derecho fundamental se convierta en una violación o; (ii) cuando habiéndose 

constatado la existencia de una violación, estas sean necesarias para precaver que la violación se 

torne más gravosa1”  

 

Puntualmente en Auto 555 de 20212, Magistrada Ponente Paola Andrea Meneses Mosquera, La 

alta Corte establece y delimita los presupuestos que han de cumplirse para que proceda una medida 

provisional, estando supeditada ésta a tres exigencias:  

 

(i) que exista una vocación aparente de viabilidad, (ii) que exista un riesgo probable de afectación a 

derechos fundamentales por la demora en el tiempo y (iii) que la medida no resulte 

desproporcionada: 

 

“Primero, que la medida provisional tenga vocación aparente de viabilidad, significa que debe 

"estar respaldada en fundamentos: (a) fácticos posibles y (b) jurídicos razonables", es decir, que 

tenga apariencia de buen derecho (fumus boni iuris). Este requisito exige que el juez pueda inferir, 

al menos prima facie, algún grado de afectación del derecho. Esto, por cuanto, aunque en la fase 

inicial del proceso "no se espera un nivel de certeza sobre el derecho en disputa, sí es necesario 

un principio de veracidad soportado en las circunstancias fácticas presentes en el expediente y 

apreciaciones jurídicas razonables soportadas en la jurisprudencia de la Corte Constitucional". 

 

Segundo, que exista un riesgo probable de afectación a derechos fundamentales por la 

demora en el tiempo (periculum in mora) implica que exista un "riesgo probable de que la 

protección del derecho invocado o la salvaguarda del interés público pueda verse afectado 

considerablemente por el tiempo trascurrido durante el trámite de revisión". Este requisito pretende 

evitar que la falta de adopción de la medida provisional genere un perjuicio en los derechos 

fundamentales o torne inane el fallo definitivo. En este sentido, debe existir "un alto grado de 

convencimiento de que la amenaza de perjuicio irremediable es cierta; y que el daño, por su 

gravedad e inminencia, requiere medidas urgentes e impostergables para evitarlo". Es decir, 

la medida provisional procede cuando la intervención del juez es necesaria para evitar un 

 
1 Al respecto, ver entre otros, los Autos A-040A de 2001 (MP: Eduardo Montealegre Lynett), A-049 de 1995 (MP: 

Carlos Gaviria Díaz), A-041A de 1995 (MP: Alejandro Martínez Caballero) y A-031 de 1995 (MP: Carlos Gaviria 

Díaz) 

2 Corte Constitucional, auto de 23 de agosto de 2021, exps. T-8.252.659 y T-8.258.202 (AC), M.S. Paola Andrea 

Meneses Mosquera 
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perjuicio "a un derecho fundamental o al interés público, que no podría ser corregido en la 

sentencia final". 

 

Tercero, que la medida provisional no resulte desproporcionada, implica que no genere un daño 

intenso a quien resulta directamente afectado por ella. Este requisito exige una ponderación "entre 

los derechos que podrían verse afectados (y) la medida", con el fin de evitar que se adopten medidas 

que, aunque tengan algún principio de justificación, "podrían causar un perjuicio grave e irreparable 

a otros derechos o intereses jurídicos involucrados". 

 

Analizados los supuesto y el marco jurídico, considera el Despacho que no se cumplen la totalidad 

de requisitos para despachar favorablemente la medida. La solicitud elevada por el accionante no 

reviste el carácter de urgencia que se le atribuye, toda vez que no se evidencia una situación que 

requiera una intervención inmediata del juez constitucional y que no pueda esperar la decisión que 

se adopte dentro del trámite de la presente acción de tutela, teniendo en cuenta el cronograma 

propuesto en la resolución No. 1801 de 2026 que establece el cronograma del proceso finaliza el 

24 de septiembre de 2026, mientras que la fecha límite para expedir el fallo de fondo se vencería 

antes. Así las cosas, teniendo en cuenta que la tutela tiene un término célere y sumario en el que 

se resolverá sobre las pretensiones de la misma, se negará la medida provisional. No obstante, se 

requerirá a la accionada para que de manera urgente informe a este Despacho las razones que 

motivan la presentación de esta tutela.    

  

En virtud de lo expuesto, se,  

   

RESUELVE: 

  

  

PRIMERO:  ADMITIR la Acción de Tutela presentada por el señor Andrés Felipe Beltrán Pitalúa a 

nombre propio en contra de la Universidad de Córdoba, por la presunta vulneración a sus derechos 

fundamentales a la participación democrática y política, a elegir y ser elegido, a la igualdad y al 

debido proceso. 

  

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE el auto admisorio de la presente acción, a la entidad accionada 

Universidad de Córdoba representadas legalmente por el rector Jairo Miguel Torres Oviedo o quien 

haga sus veces y a la señora Agente del Ministerio Público delegada en este Despacho Judicial por 

el medio más expedito o eficaz. Remítanse copias de la demanda con sus anexos, para el ejercicio 

del derecho de defensa y contradicción.  

 

TERCERO: Negar la medida provisional invocada conforme lo motivado.  

  

CUARTO: Requiérase a la entidad accionada Universidad de Córdoba, representada por el rector 

Jairo Miguel Torres Oviedo, para que dentro de un término no mayor de dos (2) días hábiles, 

contados a partir del recibo del respectivo oficio, ejerza su derecho de defensa, rinda un informe 

detallado sobre las razones que motivan la presente acción y aporte las pruebas que considere 

necesarias. 

 

QUINTO: Prevéngase a las entidades accionadas, respecto de que la ausencia de pronunciamiento 

en concreto sobre los hechos de la demanda de tutela o de no realizarse dentro del plazo fijado, 

trae como consecuencia que se tienen por ciertos los mismos y se entrará a resolver de plano (Art. 

20 Decreto 2591 de 1991 y Sentencia T-092, feb. 2/2000).  
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SEXTO: Ténganse como pruebas los documentos aportados por la parte accionante, cuyo valor y 

eficacia se tasarán al momento de proferirse sentencia.  

  

SEPTIMO: La entidad accionada deberá indicar el nombre completo y número de 

identificación del funcionario responsable del trámite que se solicita en la presente acción de 

tutela.  

 

OCTAVO:  Comuníquese esta decisión a la parte accionante.  

  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

SANDRA MILENA RUIZ PÉREZ 

 

 

 

 

 

 

 

____________________ 
1 Firma digital autorizada artículo 2º Ley 2213 de 2022, artículos 103 y 105 de la Ley 1564 de 2012 
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Montería, dieciséis (16) de septiembre del dos mil veintiséis (2026)  

  

Acción   Tutela  

Radicación  23-001-33-33-011-2026-00368-00 

Acumulados  23-001-31-10-001-2026-00508-00; 23-001-33-33-011-

2026-00373-00 

Accionante  
Andrés Felipe Beltrán Pitalúa-Manuel Enrique 

Márquez Fúnez; Hugo armando Buelvas Arteaga 

Accionado  

Universidad de Córdoba - Consejo Superior de la 

Universidad de Córdoba-Comité Electoral-Secretaría 

General -Oficina de Asuntos Jurídicos 

Vinculados 
Aspirantes Inscritos en el proceso de elección 

convocado mediante Resolución N.º 1801 de 2026. 

Asunto  Auto requiere notificación  

  

  

Procede el Despacho a resolver previa las siguientes,   

   

CONSIDERACIONES  

   

La Universidad de Córdoba, mediante correo electrónico allegado el 16 de septiembre de 2026, 

allega entre otros documentos, certificación expedida por la Secretaría General de la Universidad 

de Córdoba de fecha 14 de septiembre de 2026, en la informa los correos electrónicos de los 

aspirantes inscritos en la elección del representante de los egresados ante el Consejo Superior 

de dicha institución con el fin de realizar su vinculación a la presente acción constitucional. No 

obstante, la misma Universidad certifica que en el registro de inscripción correspondiente no 

reposa dirección de correo electrónico del señor José Luis Vergara Petro, identificado con la 

C.C. No. 15.029.400, inscrito como suplente en una de las planchas, circunstancia que 

imposibilita surtir su notificación personal dentro del presente trámite constitucional. 

 

En consecuencia, y dado que resulta indispensable garantizar su derecho de defensa y 

contradicción como vinculado en la presente acción, se ORDENARÁ a la Universidad de Córdoba 

a que de manera INMEDIATA, publique el auto admisorio de la presente acción de tutela en un 

lugar visible de su página web institucional, dejando expresa constancia de que dicha publicación 

tiene como finalidad notificar al señor José Luis Vergara Petro, en calidad de aspirante suplente 

en la elección del representante de los egresados ante el Consejo Superior de la Universidad de 

Córdoba, sobre la existencia de la presente acción constitucional y del auto admisorio 

correspondiente, identificado con los radicados relacionados en el epígrafe de esta providencia; 

asimismo, se le solicitará a la accionada que remita al correo de este despacho la constancia de 

dicha publicación 

 

Por ultimo, el Despacho advertirá que la omisión de la orden aquí emanada traerá como 

consecuencia las sancionaes estipuladas en el artículo 44 de la ley 1564 de 2012 C.G.P. 
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En virtud de lo expuesto, se,  

   

RESUELVE:  

  

PRIMERO: REQUIÉRASE a la entidad accionada, Universidad de Córdoba, para que de manera 

INMEDIATA al recibo de esta comunicación, publique el auto admisorio de la presente acción de 

tutela en un lugar visible de su página web institucional, dejando expresa constancia de que dicha 

publicación tiene como finalidad notificar personalmente al señor José Luis Vergara Petro, en 

calidad de aspirante suplente en la elección del representante de los egresados ante el Consejo 

Superior de la Universidad de Córdoba, asimismo, una vez realizada la publicación ordenada, 

remita al correo de este Despacho, la constancia de la publicación realizada.  

SEGUNDO: se ADVIERTE que la omisión de la orden aquí emitida traerá como consecuencia las 

sanciones estipuladas en el artículo 44 de la ley 1564 de 2012 C.G.P 

  

 CÚMPLASE 

 

 

 

 

SANDRA MILENA RUIZ PÉREZ 

JUEZ 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

_________________________  

1 Firma digital autorizada artículo 2º Ley 2213 de 2022, artículos 103 y 105 de la Ley 1564 de 2012. 


